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ExcELENTÍSIMOS. E ILuSTRísrMos sEÑOREs AcADÉl\ucos: 

ExcELENTÍSIMOS E lLUSTRÍSIMOS SEÑORES: 

SEÑORAS y SEÑORES: 

Al comparecer hoy ante vosotros para pronunciar el reglamentario 
discurso con el que ha de solemnizarse mi incorporación como aca­
démico de número a esta Real Academia de Ciencias Económicas v 
Financieras, mis primeras palabras han de ser para expresar, con autén­
tica sinccridad, el profunda agradecimiento a todos los que, votandome, 
expresaron su voluntad de que viniera a compartir con ellos las tareas 
de esta Real Academia. 

Tanto excede el honor concedida a los escasos merecimientos de 
mi persona, que, aún en este trance, y después del juramento, prestada 
con plena conciencia de mi responsabilidad, un tremenda interrogante, 
con difícil respuesta, constituye la expresión sincera de mi actitud. 
Para corresponder, en lo posible, a la confianza que en mí deposi­
tasteis al elegirme académico, para hacer honor a la especialidad de esta 
Academia, intento en las paginas que siguen desarrollar un tema 
estrictamente jurídica, por que es un jurista el que os habla, peto de 
honda problematica económica y financiera. 

Si es cierto, como se ha dicho, y yo lo sostengo, que el Derecho 
es el puente que une la economía con la moral, el puente ha de 
asentarse firmemente en las dos orillas, y todo lo que el jurista estudie 
e investigue en el campo de la economía y de la moral, contribuïra 
ciertamente a la solidez de sus conocimientos y conclusiones jurídicas. 
Las instituciones jurídicas estan mas o menos impregnadas de tintes 
económicos o de implicaciones morales según su situación en este puen­
te, según su proximidad a una u a otra orilla. Por ello, al tratar de 
construir un tema para desarrollarlo ante esta academia no he querido 
apartarme de la orilla económica del Derecho. Mejor dicho, he querido 
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descubrir los cimientos económicos de una de las instituciones jurídicas, 

que constituye el objeto de la disciplina que profeso en la Universidad. 

Pero antes de comenzar a desarrollar el tema objeto del present':! 

discurso, quisiera renovar en todos vosotros el recuerdo de la figura de 

mi antecesor en esta Academia, Dr. Rafael Gay de Montella, insign~ 

jurisconsulta y gran conferenciante. No es este el momento apropiada 

para repasar su ingente obra, ya conocida por todos, ni siquiera para 

trazar su perfil humano, vosotros lo tratasteis mas y mejor que yo, per,) 

sirva esta evocación para rendirle tributo de respeto y admiración por 

quien hoy, comprometiéndose a seguir esa misma trayectoria de digni­

daci, eficacia y dedicación, va a ocupar su mismo Jugar en esta Insti· 

tución. 
Hace pocos años pronunciaba el Discurso de apertura del curso 

académico en la Univcrsidad de Barcelona, y ttas de una investigación 

cerradamente científica, descubría la figura humana del Juez, de esr;: 

Hombre que juzga, de ese Hombre sometido al tremenda trauma dc 

juzgar, que constituye una misión superior a su propia naturalez·1 

humana. 
Hoy quisiera completar el conocimiento de la justícia humana, estu­

diando el reverso de la medalla de la Justícia. También la justícia tiene 

neccsidades materiales para su desenvolvimiento, como el Hombre-Juez 

necesita una habitación donde aposentatse, también el Hombre-Juez ha 

de descubrir sus necesidades y con él los que cooperan y colaboran en 

su función. Pero hay mas, en otro aspecto, hacer justícia significa d 
manejo de hienes económicos, su conservación, su distribución, todo ello 

de ncuerdo con unas normas establecidas en garantía de todos los que 

resultan afectades por la actividad jurisdiccional. 

No podem os olvidar que ese hombre que tiene la misión de juzgar, 

lleva sobre sus hombros, por si su misión esencial no fuere bastante, 

una serie de funciones ajenas totalmente a su estricta función de hacer 

justícia, que pesan sobre él, y algunas de las cuales son las que van a 

ser objeto de este estudio. 
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1.-En efecto, ademús de las funciones jurisdiccionales, el personal 

jurisdicente de los Tribunales tiene atribuidas funciones disciplinarias, 

típicamente administrativas, que se llevan a cabo por los Tribunal;;:~ 

como tales, o constituyendo, con personal de los mismos, determinados 

organismos especiales, como son las Salas de Gobierno o la Inspección 

de los Tribunales. El caracter administrativa de esta función no lo 

pierde porgue el enjuiciamiento y sanción, en su caso, tenga como base 

la ilicitud extrínseca de un acto procesal, siempre que no se trate del 

ejercicio de la función jurisdiccional, que no puede tener conectivus 

fundados en jerarquización administrativa. Sólo el incumplimiento dè 

los requisi tos legales de Iu gar, tiempo y forma de los ac tos procesales, 

puede dar Jugar al ejercicio de la función disciplinaria, pero en ningún 

caso el contenido o fondo dd acto jurisdiccional que sólo puede ser 

revocada, en su caso, y sustituido por otro acto jurisdiccional, realizado 

por otro Tribunal, en ejercicio de potestades jurisdiccionales. Si se dieran 

los caracteres necesarios para estimar la existencia posible de rcspon­

sabilidad penal o civil, podrían exigirse por los cauces jurisdiccionale<> 

adecuados, pero nunca en vittud de las funciones disciplinarias. 

Se atribuye también al personal jurisdicente (y al cooperador) d;;: 

los Tribunales funciones registrales entre las que se encuentran las 

que se desarrollan en torno :1l Registro civil, las funciones inspectoras 

del Registro de la Propiedad, el Registro de penados, el Registro dc 

procesados en rebeldía, el Re.qi~tro de sentencias, las minutas de autm 

que resuelven incidentes y de las sentencias que seran metódicamente 

conservadas hajo la custodia de los respectivos Presidentes de lo;; 

Tribunales. 

lgualmente es preciso destacar las funciones estadísticas que ~e 

atribuyen al personal jurisdiccnte y cooperador de los Tribunales, y 

que se refieren al estudio y comparación de los diversos elementos 
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sustantivos y procesales que interesan para conocer el funcionamiento 
y estada de la Administración de Justícia: la estadística judicial apatece 
regida por diversas normas -Ley provisional Organica del Poder Judi­
cial de 1870 en sus artículos 711 y siguientes, así como por el Decreto 
de 31 de mayo de 1915- que dcbenín ser obscrvadas con gran escru­
pulosidad por la importancia que la estadística tiene, no sólo como 
dato para toda reforma de organización, sina también como índice d·~ 
la situación social y económic<l en un momcnto dada. Otras normas 
posteriores a las citadas -Orden de 30 de junio de 1953 y Circular 
de 11 dc diciembre del propio año- sc dictaran para una mejor 11.::­
vanza de la estadística y para la colaboración de los Tribunales y 
juzgados. 

Pera junta a las citadas funciones no cstrictamente jurisdiccionalcs 
atribuidas al personal jurisdicente dc los Tribunales, así como las 
denominadas funciones tuitivas, que en ciertos supuestos le atribuye 
el ordenamiento jurídica, apar.:cen otras que se llevan a cabo a través dc 
los di\·ersos mcdios pracesales y que, inclusa, se dcsarrollan, a veces, 
dentra del ambito del proccso. Nos rcfcrimos a las funciones dc ges­
tión patrimonial o de ndmini~tración, que sc cncomiendan tanta al 
Jucz mismo como al personal cooperador. En España, talcs funciones 
no son prapiamcnte ni de gcstión ni de administración, sina de fiscali­
zación dc las mismas, por cuanto aquéllas son encomendadas a personJ'i 
distintas al órgano jurisdiccional prapiamcnte dicho. Estas funciones son 
las que hoy nos intcrcsan cscncialmcntc, y el contenido dc las misma>, 
así como su gcstión y administración dentro del <lmbito del proceso, so:1 
las que van a ocupar nuestra atención. 

Para una mejor comprensión de la terminología que utilizamos, 
hemos de recordar que entendemos por personal jurisdicentc aqud 
que dentro del Tribunal realizr, la función dc cnjuiciar, examinanda y 
decidiendo la actuación de la pretensión (Jueces y Magistrados); el 
personal cooperador esta integrada por funcionarios que desarrollan una 
actividad coordinada con la jurisdiccional (Secretarios judiciales, Oficia· 
les, Auxiliares, Agentes Judiciales, Médicos forenses y Atquitectos 
forenses); el personal colaborador lo constituye aquellas personas que, 
formando o no parte de un cuerpo organico, prestan su auxilio o co­
laboración a las distintas funciones que realizan los Tribunales, stn 
formar parte del órgano. 
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2.-Son numerosos los actos de administración que se contienen 

·en nuestros textos legales con la correspondiente regulación, mas o 

menos ordenada, de cada uno de ellos; dichos actos de administración 

aparecen en los ordenamientos jurídicos mas diversos desde el Código 

civil, pasando por la Ley de Enjuiciamiento civil e incluso la Ley &~ 

Enjuiciamiento criminal, basta las distintas leyes especiales, como la Ley 

-de Suspensión de Pagos, las Leyes que establecen el régimen jurídico 

de las Sociedades Anónimas o de Responsabilidad Limitada, etc., así 

como un sinnúmero de textos legales de similar o inferior rango a los 

·CÍtados. 
Pese a la gran proliferación de actos de administración que se con­

tienen en nuestro Derecho positivo, ningún precepto define qué sea 

d acta de administración o la administración misma, ya que el legi;. 

lador se limita a considerar d concepto como conocido o entendido, 

llegando como maximo a distinguir entre actos de administración ord:­

narios y exttaordinarios, pero sin clarificar el fundamento de la diversi­

ficación, ni establecer un criterio de diferenciación que pueda aplicats~ 

con absoluta seguridad. 
Ant e el silencio de la Ley sobre el particular, se ha intentada por 

la doctrina dar un concepto unitario de administración que contenga 

no ya sólo una definición comprensiva de los diversos actos, sinJ 

también un criterio diferenciador de éstos. De este modo, la doctrina 

francesa, distingue entre actos de conservación, actos de administración 

y actos de disposición. Los actos de conservación son los que se realiz,m 

para evitar un peligro inminente sobre el patrimonio o sobre uno d~ 

sus elementos: los actos de administración, por el contrario, son los 

-que tienen por objeto, aparte de la conservación del mismo, su explo­

tación y el empleo de las ren tas: los actos de disposición, por fin, son 

aquellos por los que se transfit.ren, total o parcialmente, el pattimonio 

de una persona o alguno de sus elementos. 

Las doctrina italiana, por su parte, distingue entre actos de ordinarL1 

administración y actos de extraordinaria administración, entendiend:) 

por los primeros los actos tendentes a la conservación del patrimo­

rnio, según el destino de cada uno de sus componentes, y por adminis· 

tración extraordinaria, los que tienen por objeto la ttansformación d~ 

los bienes, el empleo de las rentas y los actos de disposición. 

Pese a todos estos esfuerzos, los estudios realizados sobre el partíeu-
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lar, aún siendo dignos de encomio, siquiera sea por el esfuerzo que ella. 
supone, en nada han venido a contribuir a establecer un concepto de 

administración y la consiguiente diferenciación entre los diversos actos 

que integran la institución. 

Como ha puesto de relieve la doctrina francesa, en las palabras que 

utilizan los juristas hay dos tipos de vocablos, aquellos que son obra suya 

-por ejemplo, rescisión, anulabilidad, etc.-, y otras que los juristas 

toman de otras ciencias y los llevan a la terminología jurídica ; algunas 

de es tas palabras proceden de la Economía y, en est e aspccto, hay que 

señalar los peligros que presenta la introducción en el Derecho de 

elementos o palabras procedentcs del lenguaje económico y su utiliz:t­

ción en los textos legales. Esta es lo que ha acontecido con el vocablo 

que nos ocupa, por cuanto administración equivalc a manejo de hienes, 

o si se quiere, a la gestión de un patrimonio con el objeto de alcanzllr 

un beneficio normal, pera mantcniendo intacta el capital. 

Con base en tal concepto, la palabra administración ha sido tra·;­

pasada al terrena jurídica y ha servida no sólo para regular detcrmin:~­

das situaciones, sino inclusa para fijar los límites de la capacidad de um 

persona, o para señalar las facultades de una persona tenía que obrar 

en nombre de otra. Ahora bien, el conccpto económico de administra­

ción no es absolutamente equiparable al concepto jurídica, ya que tanto 

el Código civil como los demas textos legales de cadctcr sustantivo ,;e 

rcfiercn a la administración en un sentida que, si bien no es contrario 

al cconómico, sí es distinta, y en ocasiones mucho mas amplio. A este 

respecto, nuestro Dcrecho civil, al igual que succde en otras legislacio­

nes extranjeras, distingue entre actos de administración ordinaria y ex­

traordinaria, entcndicndo por la primera la que tiende al gozo, a la ex­

plotación del pattimonio y al empleo dc las rentas, y por la scgunda 

todos aquellos actos que tratan de obtener rendimientos no normales o 

de comprometer la existencia o composición de un patrimonio, es decir,. 

actos que afectan al capital, dentro de los que cabía induir los actos de 

disposición, esto es, aquellos por los que transmite, grava, modifica o 

extingue inmediatamente un derecho de contenido económico. 

3.-0tra de las cuestiones que se ha dc dilucidar es el objeto de ~a 

administración, o mejor, atendiendo a este objeto, qué tipo de adminis­

tración se pueden contemplar en la Ley. 
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Así, si el objeto de la administración es un patrimonio o solamente· 

una parte del mismo, puede hablarse de la administración total de lo~ 

hienes de una persona -caso de la administración del concurso, de h 
quiebra y del «ab intestato»- o de un bien concreto. 

Del mismo modo, el fin de la administración nos puede llevar a 

distinguir entre una administración conservativa, que tiene por única 

objeto el tratar de conservar los hienes de un patrimonio a fin de 

entregarlos a su propietario (ejemplo típica de este género de adminis­

tración es la del «ab intestato,>- cfr. art. 1.016 de la Ley de Enjuici:t­

miento civil-), y una administración realizadora, que tiene como ver­

tientes esenciales la transformación o distribución de los bienes, según 

se haya de entregar a una sola persona -unipersonal- o de repartir 

el valor entre los acreedores: pueden citarse como ejemplos típicos: 

la administración del concurso -artículos 1.179, 1.180 y 1.229 de b 
Ley de Enjuiciamiento civil-, la de la quiebra -artículos 1.228, 

1.245 y 1.351-, la administración de la herencia -artículos 801 ,1 

804 Código civil, y 965 a 967 Ley de Enjuiciamiento civil- y la divi­

sión de la cosa común. 
Por la forma se habla de ¡~dministración sustitutoria, si el admini>­

trador administra realmente hasta el punto de sustituir totalmente al 

duefio -artículo 1.008, l.09g, 1.229, 1.450 y 2.162 de la Ley de En­

juiciamiento civil, y 804, 1.026 y 1.027 del Código civil-, y de una 

administración complementaria o interventora, en la que el dueño del 

patrimonio conserva tanta la titularidad como la administración del 

mismo, aun cuando necesita dl! un complemento a tal fin, como ocurre 

en la sociedad de gananciales, en la suspensión de pagos y en la inter­

vención de hienes litigiosos. 





II 

4.-Estos antecedentes los hemos creído ncccsarios para compren· 
der el problema de la administración dc hienes tal como se contempla 
en nuestras lcycs dc cnjuiciar, ~n las que predomina un sentida subjeti­
vo que hemos c¡ucrido accnttur en nucstra e:posición. 

Junta al Jucz, como colaboradorcs del mismo, aparcccn una serie 
de figuras, que como una gal(!ría de retratos nos vamos a detener en 
dibujar con la mayor prccisión posiblc, y cuyo examen y contcmplación 
completara las bases dc cstc ·.!studio elemental que por prim.::ra vez in­
tentamos sistcmatizar para despertar, en o tros mas dotados, el afún d.:! 
desarrollar una materia, hasta ahora transcurada, y que, sin embargo, 
constituyc uno de los campos m;is fructíferes de nuestro Derecho pro­
cesal. 

5.-EL COMISARIO DE LA QUIEBRA.-Podemos ctefinir el Co­
misario dc la quicbra como la persona capaz proccsalmcntc que dc modo 
preceptiva dcbc designar el Jucz que conozca dc un proccso concreto d·~ 
quicbra, y que acepta, con cauíctcr gratuito, la carga de rcalizar actm 
procesales dc impulso y rcsolución del proccdimicnto, vigila y tutela los 
intercses dc las partes y comunica al Juez las cucstiones que sc pro­
muevan y !e propone su solución. 

Aunque son bastantc clara~ los términos del concepto que acaba­
mos de dar, conviene precisar alguna de ellos. Dcjando para su Jugar 
oportuna la capacidad proccsal del Comisario, y su nombramiento, con­
viene hacer hincapié en Sl! funciones que tienen un cuadruplc aspccto: 
realizar actos procesales dc impulso, a cuyo efecto dicta las rcsoluciones 
que estime opottunas, cstimuhndo y facilitando la actividad dc las partes 
y de los demas sujetos que intervienen en es te procedimiento: fiscali­
zar la labor de los demas colaboradores y velar por el cumplimiento 
de la ley para que se realicen correctamente los actos procesales qu~ 
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integran el procedimiento; tutelar los interescs de las partes por la 

especial posición de éstas en este tipo de procedimiento; y, por último, 

dar cuenta al Juez y proponer las soluciones que estime adecuadas de 

las cuestioncs que en el curso del procedimiento puedan plantearse, así 

como informarle sobre la calificación jurídica procedente de la quiebra. 

Visto el concepto que acabamos de dar del Comisario de la quiebra, 

así como todos los preceptos rclativos al mismo en el Derecho positivo 

vigcnte (artículos 1.333, 1.334, 1.342, 1.352, 1.354, 1.360 y 1.363 de 

la Ley de Enjuiciamiento civil. y 1.044, 1.046, 1.048, 1.079, 1.081, 

1.082, 1.084, 1.086, 1.087, 1.104, 1.109, 1.140, 1.152, 1.160, 1.17.3 

del Código de Comercio) no nos ofrece du da el cadcter procesal, enten­

diendo pot tal la naturaleza jurídica al menos en un sentida negativo: 

no es Juez ni parte. No integra el órgano jurisdiccional porque todo su 

personal jurisdicente y cooperador se caracteriza por un sentido de per­

manencia de que carece el Comisatio, que se !e nombra para un única. 

y concreto proccso; no es parte, porque su capacidad proccsal exige unos 

presupuestos que no condicion<ln la de las partes, porque su interven­

ción en el proceso vienc determinada por un nombramiento judicial y 

condicionada a su aceptación, potque el ejercicio de su actuación es pa­

ralcla a la del Tribunal (realiz1 actos dc resolución), que en manera al­

guna y en ningún procedimiento se atribuyen a las partes por defini­

ción de estos mismos actos, como veremos en su lugar oportuna, y por 

último (aparte de su designación histórica de Juez Comisario), porqu~ 

por cxpreso mandato legal, cuando en la localidad no haya persona ca­

paz procesalmente para desempeñar este cargo, sed el propio Juez d::: 

primera instancia quien ejerced sus funciones (artículo 1.333, 2." de la 

Ley de Enjuiciamiento civil), calidad esta última para deshacer cualquier 

intento de considerarlu como parte, por muy amplio que sea el sentida 

que sc dé a éstas. 

En la quicbra no hay mas partes (en el amplio sentida que hay qu~ 

dar a este concepto en el proceso de ejecución donde, en realidad, no ;;e 

pucde hablar de partes procesales «estricta sensu») que los síndicos y el 

quebrado, pues ni siquiera las partes materiales, integradas por los acree­

dores, tienen canícter procesal mas que en el primer momento, incluso 

antes de comcnzar propiamente el proceso de cjecución general, en su 

fase cautelar para solicitar la declaración judicial de quiebra con que en 

realidad comienza el procedimiento, y ello con un cadcter de partc 
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poco definida, ya que su función no es equiparable a la del demandante, 
cuyo aero inicial -la demanda- es presupuesto indispensable de la 
iniciación de un proceso de conocimiento, puesto que el propio Juez &~ 
oficio puede iniciar las medidas cautelares cuando concurran los presu­
puestos establecidos en la Ley (r,rtículo 877, 2.", del Código de Comercio 
de 1829). Por otro lado, tampoco hay que olvidar que de las que tienen 
el cadcter de partes, el quebrado tiene bastante disminuidas sus fundo 
nes como tal parte, que se asumen por otros sujetos con caracter tutelat 
dentro del mismo proceso : y los síndicos también tienen una especial y 
característica configuración de partes que integran todo un grupo en b 
tipología de éstas que hemos designada con el apelativo de partes semi 
oficiales, la complejidad de cuyas funciones se estudiaran en el Jugar co­
rrespondiente. 

Habida cuenta de las exclusiones que acabamos de hacer y de los in· 
tentos doctrinales para definir con exactitud el car:ícter procesal de este 
sujeto del proceso de quiebra, que tampoco es un tercera en el proceso, 
sólo nos queda que decidir su encuadre como colaborador del Tribun:1l 
o de las partes ; dilema un tanto difícil de resolver si pensamos en lo<> 
razonamientos hechos con anterioridad, uno sólo de los cuales vamos a 
volver a utilizar a fin de dejar sentado el que estimamos sea el verdadero 
car:ícter procesal del Comisario de la quiebra. 

Hemos dicho que la Ley de Enjuiciamiento civil establece que ant;:: 
la imposibilidad de nombrar una persona Comisario por carencia de ca­
pacitados en el Jugar donde se desarrolla el proceso, deber:í el propio 
Juez de primera instancia asumir las funciones procesales enconmenda­
dadas a aquél en la Ley. Ahora bien, esta fungibilidad sólo se da en el 
proceso entre sujetos de la mi~ma índole y de la misma naturaleza jurí­
dica. Piénsese en la mutua sustitución de los Jueces de primera instan­
cia en las poblaciones en que hay mas de uno; en las de los Jueces mu­

nicipales en el mismo caso, en la de los miembros de un mismo Tri­

bunal; en la del personal jurisdicente cuando se estima una recusación; 

en la de los Magistrados por el Magistrada suplente; en la de los pe­

ritos, etc. Así, pues, hay que çoncluir que Juez y Comisario tienen un1 

misma naturaleza o semejante, :cunque su car:ícter específica haya de ser 

distinta porque el Comisario no integra el órgano jurisdiccional, porque 

carece de la calidad de funcionaria pública y, por tanto, de permanen· 
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cia, nombramiento administrativa y remuneracwn. Si se trata de tm 
particular que en virtud del nombramiento judicial desempeña una fun­
ción pública (por ser procesal) en un determinada proceso y sólo en él,. 
debiendo carecer de cualquier relación con el objeto del proceso y d= 
cualquier interés en el result,ldo, no cabe otra conclusión que de esti­
marlo como un colaborador del órgano jurisdiccional encargado por éste 
de realizar las funciones taxativamente establecidas en la Ley. 

El estudio de la capacidad procesal del Comisario de la quiebra nos 
obliga a hacer una previa distinción de sus presupuestos en genéricos 
y específicos : entendemos por los primeros aquellas circunstancias que 
deben concurrir en la persona del Comisario antes de su nombramiento, 
cualquiera que sea el caracter mercantil de la empresa que se halle en 
la situación prevista por la Ley para que se a declarada s u quiebra; y, 
por los segundos, los que deben concurrir en la misma persona según 
que se trate de una empresa no dedicada al negocio de seguros o que· 
por el contrario se trate de una entidad aseguradora. 

Para que una persona pueda ser nombrada Comisario de una quie­
bra es necesario que se halle en el pleno ejercicio de sus derechos ci­
viles, es decir, que concurra en la misma plenitud jurídica de los capa­
ces según el Derecho privada: mayoría de edad, sanidad mental, y au­
senda de cualquier impedimenta física o jurídica para el libre ejercicio 
de sus derechos civiles. 

Son presupuestos específico3 de la capacidad procesal del Comisario 
de la quiebra aquellas circunstancias. que de ben concurrir en la per­
sona y que condicionan su aptitud legal para desempeñar el cargo. De 
ahí el que hayamos de precisar unos determinados supuestos, a saber: 

Salvo cuando la empresa mercantil tenga el caracter de entidad ase­
guradora, la aptitud para desempeñar el carga de Comisario de la quir!­
bra exige que concurra en el designada la calidad de comerciante ma­
triculada, que ejerza su comercio en la localidad donde tenga su sede 
el Juzgado de primera instancia competente para conocer del proceso 
concreto en que haya de ejercer sus funciones (art. 1.333, l.n y 2.a de 
la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Por comerciante matriculada hemos de entender el que se halle 
dada de alta en el pago de la licencia fiscal, calidad ésta que ha venid'J 
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a sustituir a la de la inscripción en la matrícula de comerciantes a que· 
se refiere la Lcy de Enjuiciamiento civil. 

Una dificultad que presenta la interpretación de este precepto legal 
en cuanto a la capacidad procesal del Comisario consiste en si es presu­
puesto de su capacidad que la empresa mercantil de la que es titubr· 
renga su sede en el mismo Jugar en que la tenga el Juez que deba en­
tender del proceso. En principio, parece que la solución afirmativa es Ja 
adecuada, visto el terminante precepto legal que ordena la asunción de 
estas funciones por el propio Juez cuando no hubiere en el lugar dondc 
se siga el juicio comerciante matriculada idóneo. Sin embargo, el pro­
blema resurge con mas importancia si se picnsa que no en todo cas0 
coincide en el mismo lugar la sede del Juzgado y la de la empresa en 
situación de quiebra, dado que las normas de competencia permiten que 
conozca de la quiebra un Jue<: incluso alejado del Jugar donde la em­
presa esta domiciliada o ejerce s us operaciones ( Ley de Enjuiciamient:1 
civil, art. 63, 9.n). En estos casos el cumplimiento del precepto legal 
<;ería difícil porgue no se podria obligar a un comerciante a desplazarse· 
al lugar donde la empresa tiene su sede, m;Íxime teniendo en cuenta. 
que el cargo es completamente gratuito, y menos aún si, por no habcr 
persona idónea, es el Juez el que tiene que asumir sus funciones que le­
obligarían a constantes desplazamientos incompatibles con el régimen 
residencial establecido en la ley para el personal jurisdicente. Para ob­
\'iar estos inconvenientes existe la practica ( precepto consuetudinaria, 
que sustituye al legal, derogando lo taxativamente dispuesto en la Ley 
de Enjuiciamiento civil) de designar Comisario de la quiebra a un co­
merciante, no ya que resida en el Jugar donde el procedimiento se des­
arrolla, sino donde la empresa tiene su sede, si coincide con el lugar en· 
que realiza sus operaciones mercantiles, o del lugar donde éstas se rea­
lizan, caso este último de necesidad mas evidente cuando la empres:t· 
tiene su sede fuera del territorio nacional. 

Tampoco prevé la Ley si el comerciante ha de ser individual o puedt:· 
ser nombrada un ente colectivo o social. Entendemos que como la Ley 
no distingue, no nos es lícito excluir en principio al comerciante social; 
ahora bien, como la capacidad procesal de estos entes exige que su ac­
tuación procesal se realice mediante sus órganos directivos, quienes a 
su \'ez tienen la calidad de comerciantes como tales, éstos y no la 
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.sociedad como ente jurídica serían los que obtendrían el nombramien­

to y con su aceptación la calidad de Comisario de la quiebra. Por otra 

parte, aunque capaces proce~almente las sociedades mercantiles para 

desempeñar el cargo de Comisario, quiza faltada a éstas el requisito 

de la idoneidad que legitima su actuación y que condiciona su nom­

bramiento. 

Cuando la empresa que se halla en situación de quiebra sea una 

entidad aseguradora, se establecen en la Ley unos presupuestos esp-:!­

cíficos condicionantes de la capacidad procesal del Comisario que haya 

de ser nombrada distintos de los que han de concurrir en los demas 

casos que acabamos de estudiar; ello se debe a la especial complejidad 

de las operaciones mercantiles realizadas por las entidades dedicadas 

al ramo de seguros, así como por la especial protección legal que en el 

régimen público de estas empresas se dedica a los asegurados en elias. 

Estas razones determinaran una modificación del precepto legal relativ.J 

a la capacidad procesal del Comisario, al que se agregó un parrafo que 

· contiene las normas que determinan s u capacidad procesal. 

Cuando se declare la quiebm de una entidad aseguradora, sea perst~­

na individual o colectiva, cualquiera que sea la rama de seguros o rease­

guros a que se dedique, el nombramiento de Comisario de la mism'l 

habrú de recaer en uno de los Inspectores del Cuerpo Técnico de Ins­

peccíón Mercantil y de Seguros, o en un Aspirante del mismo Cuerpo 

·(artículo 1.333, 3.", redacción del Decreto de 10 de noviembre de 

1924). 

El estudio del problema de la legitimación procesal del Comisario 

·de la quiebra comprende dos cuestiones: de una parte el conocimient0 

de sus presupuestos, de otra el título de su legitimación; a su vez, los 

presupuestos exigen la distinción entre los que condicionan la idoneidad 

y los que condicionan el nombramiento judicial. 

La propia Ley de Enjuiciamiento civil establece de manera taxativa 

los presupuestos determinantes de la legitimación procesal del Cornisa­

do de la quiebra, es decir, las condiciones para llevar a cabo v:ílidament~. 

con plena eficacia jurídica, los actos procesales que ha de llevar a cab,J 

·en un proceso concreto. 

La idoneidad de la persona para el cargo, cuya apreciación queda 
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al arbitrio del Juez competente, viene determinada por un doble orden 

de factores: de un lado, en el aspecto positivo, una cietta aptitud espe­

cífica (distinta de la capacidad procesal) para desempeñar el cargo en 

un proceso concreto de quiebra, para la determinación de la cual es 

preciso tener en cuenta por el Juez, de una parte, las circunstancias 

objetivas de la empresa mercantil de cuya quiebra sc trate ( objeto 

sobre que versen sus operacioncs, mayor o menor complicación de 

sus elementos mercantiles, personal, capital, etc.); de otra, y en vista 

de las objetivas, las circunstancias subjetivas de capacidad técnica d'! 

la persona que ha de asumir las delicadas funciones que vienen enco­

mendadas al Comisario, que exigen ademas del designada una intacha­

ble conducta moral y un concepto de la responsabilidad de su función 

que deben ser exquisitamente ~preciadas por el Juez; de otro, en el 

aspecto negativo, que no concurran en el Comisario ninguna de lo5 

presupuestos negativos que se estudiaran en el lugar oportuna y qu:: 

condicionan la legitimación dd personal jurisdicente de los Tribunales, 

ya que aunque en la Ley no se dice de manera cxpresa, no hay duda 

de que por el especial caracter que hemos estudiada del Comisario, 

podría ser éste recusada, como puede serio el propio Juez competent..! 

para conocer de la quiebra. En previsión de estas hipótcsis la Ley de 

Enjuiciamiento civil establece que a falta de persona idónea el Juez 

mismo asuma las funciones encomendadas al Comisario (artículo 1.333, 

2.", de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Otros de los presupuestos de la legitimación procesal del Comisario 

es el nombramiento judicial: nadie puede efectuar validamente actos 

procesales en un proceso concreto de quiebra en calidad de Comisario 

si no ha sido previamente designada y precisamente pot el Juez compe­

tente para conocer del proceso de que se trate. Este nombramientrJ 

puede ser inmediato, según que el Juez asuma directamente la respon­

sabilidad de la designación o que se limite a atorgar el nombramiento 

a guien venga previamente designada por el orgarusmo competente. 

Salvo que se trate la situación de quiebra de una empresa, co­

rresponde al Juez la valoración de la capacidad procesal y de h<> 

condiciones personales y concretas que hacen apta a una persona capaz 

procesalmente para ser designada Comisario en un proceso determinada 

de quiebra. Este nombramiento habra de hacerse en la misma resolución 



-18-

(auto) en que se declare la quiebra. El nombramiento tiene un dobb 
caracter de preceptiva en cuanto a que el Juez no puede sustraerse a !a 
obligación de nombrarlo (caracter necesario), y de voluntario en cuanto 
que el Juez es libre para nombrar la persona que estime apta para el 
cargo concreto de que se tratt: ( caracter voluntari o), que se acentú:t 
mas aún, Ilegando incluso a predominar sobre el anterior, cuando por 
falta de persona idónea sea el propio Juez guien asuma estas funciones, 
puesto que es el Juez mismo guien ha de valorar esta idoneidad. 

Llamamos nombramiento mediato al que hace el Juez de primera 
instancia a favor de la person:t que haya sido designada para este cargo 
por la Dirección General de Seguros cuando se trate de la quiebra d.:! 
una entidad aseguradora. Es sabido que en este caso el Juez oficiara a b 
Dirección General encomend,índole que haga la designación del Ins­
pector del Cuerpo técnico de Seguros en guien deba recaer el cargo de 
Comisario, y la comunique al Juzgado, a fin de que éste pueda exten­
der su nombramiento y comunicarselo (articulo 1.333, 3.a, redacción 
Decreto de 10 de noviembre de 1924). En realidad, en este caso el 
Juez se limita a aceptar la designación hecha por el órgano compe­
tente, acentuandose el caracter necesario hasta el punto de desaparecer 
el caracter voluntario. 

El título de legitimación del Comisario de la quiebra esta con~­
tituido por el documento que en forma de oficio contiene su nom­
bramiento suscrito por el Juez de primera instancia competente para 
conocer del proceso concreto de quiebra en que aquél ha de desem­
peñar su cometido (artículo 1.334 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Es te oficio-credencial de be contener, ademús de las circunstancia:; 
que identifican el proceso concreto de que se trate, copia de la partc: 
de la resolución que afecte o contenga el nombramiento de Comisa­
rio, su fecha y el nombre y domicilio de la persona designada. 

El estudio del deber de la actuación procesal del Comisario de h 
quiebra comprende tres temas a desarrollar: el origen, el ejercicio y la 
extinción del deber. 

Entendemos por origen del deber de la actuación procesal del Co. 
misario de la quiebra, en guien concurran los presupuestos que condi­
cionan su capacidad y su legitimación procesal, la asunción del deber 
por el designada, que se logr:J y perfecciona mediante la aceptación 
por éste del cargo y la comunicación de esta aceptación al Juzgado. 
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Como veremos inmediatament~, la libre aceptaciOn del deber pol el 

designada constituye la fuente del deber ausumida por el Comisario, 

pues desde este momento pospone su propio interés al de la función 

que asume. 
Al comunicar a la persona designada su nombramiento de Cornisa­

ria, deber:í ésta acusar recibo del oficio de designación, y previa com­

parecencia personal en el Juzgado, aceptar o rechazar el nombramiento. 

No establece la Ley de Enjuiciamiento civil que el cargo sea obligatorio. 

y, por tanto, hemos de establecer que no puede serio y conduir que su 

desempeño esta subordinada a la aceptación del designada. 

La negativa del designada a aceptar el cargo debe ser comunicada al 

Juzgado inmediatamente de recibir la noticia oficial de su nombra­

miento, lo mismo que la aceptación, y da lugar a que el Juez compe­

tente proceda a elegir y designar otra persona en quien concurran 103 
presupuestos de capacidad procesal, sin demorar su resolución ni me­

nos posponerla a discusión alguna, que no debe ser admitida en. el caso 

de que se planteara, rechazando de plano cualquier intento en est<! 

sentida, ya que de otra manera quedarían enervadas las urgentes medi­

das que deben ser tomadas por el Comisario y de las que en gran parte 

dependen la eficacia de este procedimiento. 

La aceptación (y lo mismo la negativa) debe hacerse constar por 

medio de diligencia extendida por el Secretaria en los autos, teniendo 

a su presencia al nombrada Comisario, quien lisa y llanamente, declara­

ra su voluntad de aceptar el cargo para el que se le designa, o dar:í las 

razones que justifiquen su negativa a asumirlo, firmando con el Secre­

taria que dara fe. 
Una vez asumida, con la :1ceptación, el deber de la actuación pro­

cesal específica del Comisario de la quiebra, se impone el estudio dd 

ejercicio de esta actuación, esto es, de las funciones que a través dd 

procedimiento en que se desenvuelve el proceso de quiebra se atribu­

yen al Comisario, que haremos distinguiendo sus actos en cuatro tipos 

distintos que agotan sus funciones: actos de asistencia al Juez compe­

tente, actos de fiscalización de la actuación de los demas sujetos que 

intervienen en el procedimiento, actos de resolución y, por último. 

actos de gestión directa efectuados por el propio Comisario. En todo 

caso, el Comisario lleva a cabo personalmente todos los actos que le 

vienen atribuidos por la Ley. 
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Tienen el car:.ícter de actos asistenciales del Comisario los actos 
siguientes: 

1. Informar al Juez sobre cualquier punto relacionada con el 
proceso de quiebra cuando éste lo exija, a cuyo efecto har:.í el examen 
de todos los libros, documentos y papeles concernientes al trafico del 
quebrado (artículo 1.045 del Código de Comercio de 1829, núm. 4."). 

2. Informar al Juez sobre las mcdidas interinas y urgcntes que 
se tomen para asegurar y conservar los hienes de la masa (artículo 
1.045, núm. 2." del Código de Comercio de 1829). 

4. Informar al Juez sobre la rendición de cuentas que baga el 
Depositario a los síndicos (artículo 1.081 del Código de Comercio). 

5. Informar al Juez sobre los abusos que advierta en la liquida­
ción y calificación de créditos (artículo 1.045, núm. 5.", del Código d'! 
Comercio de 1829). 

· 6. Informar al Juez sobre las exposiciones que hagan los acree­
dores a la vista de los estados mensuales que debcn presentar los 
síndicos (artículo 1.362 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

7. Proponer al Juez las bases para la transacción que hayan de 
hacer los síndicos de los procesos pendientes sobre hienes e intereses 
de la quiebra (artículo 1.360 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

8. Informar al Juez sobre la calificación de la quiebra (artículo 
1.382 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

9. Informar al Jucz sobre la procedencia de la rehabilitación, 
previo examen de los documentos presentados por el quebrado y de 
todos los antecedentes del procedimiento (artículo 1.173 del Código 
de Comercio de 1829). 

En virtud de su función fiscalizadora el Comisario de la quiebra 
realiza los ac tos siguientes: 

1. Inspecciona todas las operaciones del Depositario (artículo 
1.045, núm. 5.", del Código de Comercio de 1829). 

2. Autoriza con su vista bucno los recibos, enclosos y cualesquier:1 
otros documentos de obligación o descargo que el depositario formn­
lice (artículo 1.054 del Código dc Comercio de 1829). 

3. Inspecciona las operaciones de los síndicos ( artículo 1.04 5, 
núm. 5.", del Código de Comercio de 1829). 

4. Autoriza con su presencia las operaciones para la redacción del 
inventario formal y general de todos los hienes, cfectos, libros, cloeu-
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mentos y papeles de la quiebra (artículo 1.079 del Código de Comercio 
de 1829). 

5. Autoriza con su firma las diligencias que se hagan constar en 
el cuaderno anejo a la pieza de administración respecto de las entregas 
que se hagan en el arca de depósito de los fondos que se vayan recau­
dando (artículo 1.361 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

6. Autoriza con su vista bueno la nota que se estampa en los 
títulos de los créditos reconocidos (artículo 1.109 del Código de Co­
mercio de 1829). 

7. Pres i de las juntas de los acreedores del quebrado que ~e 

acuerden por el Juez (artículo ] .045, núm. 3.", del Código de Comercio 
de 1829). 

8. Acepta o rechaza la propuesta de venta de hienes que !e hagan 
los síndicos, fijando el precio mínima, que no podra alterarse sin causa 
fundada a juicio del mismo Comisario (artículo 1.084 del Código dc 
Comercio de 1829). 

9. Informa a los concurrentes a las juntas de acreedores dand0 
exacta noticia del estada de la administración y de lo que conste en 
el expediente de calificación, y resultada del última balance, cuando 
se haya de tratar de alguna proposición del quebrado relativa a con· 
venia (artículo 1.152 del Código de Comercio de 1829). 

Tienen caracter de actos dt! resolución, recurribles ante el Juez com­
petente, los siguientes: 

1. La providencia que autoriza toda extracción que haya de ha· 
cerse de los almacenes o del arca del depósito de efectos, dinero, letras, 
pagarés y demas documentos de crédito pertenecientes a la masa (ar­
tículo 1.352 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

2. La providencia que autoriza a hacer los ingresos de caudalcs 
necesarios para las atenciones de quiebra en la misma arca, así como 
la que ordena el depósito del restante metalico y los efeçtos públicos 
en la Caja General de Depó~itos (artículo 1.353 de la Ley de Enjui­
ciamiento civil). 

3. La providencia que autoriza al Depositario a hacer los gastos 
indispensables que exija la conservación de los efectos y hienes de la 
quiebra, cuando lo reclamare el Depositario (artículo 1.354 de la Lev 
de Enjuiciamiento civil). 
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4. La providencia que autoriza al Depositario para que rcalice 
las ventas urgentes de los efectos o hienes que por su natuxaleza no 
puedan conservarse (artículo 1.354 de la Ley de Enjuiciamiento civil'. 

5. Las órdenes que en forma de oficios entrega a los síndicos par:t 
que se pongan a su disposición los hienes y efectos de la quiebra que 
se haUen en otros pueblos (artículo 1.081 del Código de Comercio de 
1829). 

6. La designación del perito, que en nombre del quebrado que no 
lo designare, justiprecia los hienes muebles que no sean efectos de co­
mercio de aquél (artículo 1.087 del Código de Comercio de 1829). 

Son actos de gestión directa del Comisario los que se expresan a 
continuación: 

1. Podra examinar a su voluntad, con asistencia del Depositario, 
todos los libros y papeles de !a quiebra, sin exttaerlos de su escritorio, 
para tomar las instrucciones y apuntes que necesite para el desempeño 
de las atribuciones que !e corresponden (artículo 1.048 del Código de 
Comercio de 1829). 

2. Procedera a ocupar (inmediatamente después de la aceptación 
de s u nombramiento) los hienes y pa peles de la quiebra, realizaní el 
inventario y llevara a cabo el depósito conforme a las prescripciones 
de la Ley (artículo 1.334 de la Ley de Enjuiciamiento civil) dando 
cuenta al Juez de s u realización ( artículo 1.340 de la Ley de Enjuicia­
miento civil). 

3. Celar:.í el buen manejo y administración de las pertenencias de la 
quiebra (artículo 1.045, núm. 5.", del Código de Comercio de 1829). 

4. Activara todas las diligencias relativas a la liquidación y califica­
ción de los créditos (artículo 1.045, núm. 5.", del Código de Comercio 
de 1829). 

5. Abr'ïr:.í la correspondencia del quebrado, previa citación de 
éste, a su presencia o la de su apoderada si existiese (artículo 1.339 de 
la Ley de Enjuiciamiento civil). 

6. Cerrar:.í el estada de los créditos prestados a su comprobación 
(artículo 1.104 del Código de Comercio de 1829). 

7. Autorizar:.í con s u presencia la entrega al quebrado de todo-> 
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los hienes, efectos, libros y papeles una vez aprobado el convenia 

(artículo 1.160 del Código de Comercio de 1829). 

La extinción del deber de la función del Comisario de la quiebra 

se produce por dos órdenes de causas que nos obligan a distinguir la 
extinción necesaria de la voluntaria. 

Se extingue de manera necesaria el deber de la actuación procesal 

del Comisario cuando después de haber éste aceptado el cargo se ex­

tingue su capacidad procesal o cesa su legitimación. Entre las causas 

que extinguen la primera tenemos, por ejemplo, la muerte, la enferme­

dad mental, la baja en la licencia fiscal. De la segunda, la falta de ido­

neidad, la recusación estimada y la extinción del proceso de quiebra. 

La extinción del deber es voluntaria cuando el Comisario de ];¡ 

quiebra, sin haberse concluido el proceso, renuncia a seguir desempt!· 

í'iando el cargo. Por la misma rnzón que estimamos libre la aceptación, 

hemos de establecer aquí la renunciabilidad del cargo que debera haccr­

se ante el mismo Juez competente, compareciendo personalmente y ale­

gando las razones que justifiquen su renuncia, que deber::ín ser captadas 

por el Juez, el cual, sin embargo, podd obligarle a continuar en tanto 

se posesione mediante su aceptación el nuevo que ha de nombrar. 

La función del Comisario es absolutamente gratuïta, sin que pueda 

cobrar emolumentos de clase alguna, no obstante lo cual, no vemos in­

conveniente de que se le indemnice del importe de los gastos que pudiera 

realizar en el desempeí'io de sus funciones con cargo a la masa de la quie­

bra, cuando haya de desplazarse, por ejemplo, para el cumplimiento de 

alguna de las misiones que la Ley le encomienda. 

6.-INTERVENTOR DE LA SUSPENSION DE PAGOS. Pode­

mos definir los Interventores de la suspensión de pagos como aquellas 

personas capaces procesalmente que de modo preceptiva habra de desig­

nar el Juez que conozca de un proceso concreto de suspensión de pagos 

y que, con caracter obligatorio y retribuido, asumen la carga de asistir 

al Juez, fiscalizar las operaciones mercantiles del suspensa y tutelar los 

intereses de las partes materiales. 

Nos encontramos, pues, .mte otro órgano de colaboración del Tri­

bunal, institución paralela a la del Comisario de la quiebra que acaba-



-24-

mos de estudiar, cuyos perfiles han sido mejor determinades por la 
Ley que regula su régimen procesal. 

Las diferencias entre uno y otro, que seran puestas de relieve al 
desarrollar este estudio, vienen determinadas por dos factores: en pri­
mer término, por las características de cada uno de estos procedimien­
tos, ya que, mientras en la quiebra se priva al quebrado de la adminis­
tración de su patrimonio mercantil, en la suspensión de pagos el sus­
pensa conserva la administración y gerencia de su patrimonio mercan­
til, continúa al frente de la empresa mercantil de la que era titular 
(artículo 6 de la Ley de suspcnsión de pagos de 26 de julio de 1922); 
por ello, como se ha dicho acertadamente, mientras en la quiebra es nece· 
sario proveer a la administración de un patrimonio que se ha quedada 
sin gestor, en la suspensión de pagos basta con establecer una inspec­
ción sobre la actividad negocia! del deudor para impedirle que em­
prenda operaciones arriesgadas o dilapide sus bienes en perjuicio de sm 
acreedores: de otra partc, hay que tencr en cuenta que la Ley de Sus­
pensión dc Pagos ( prescindiendc· del motivo concreto que determinó s u 
promulgación), ticne la ventaja sobre la que regula la institución del 
Comisario una mayor precisión y tecnicisme debidas, entte otras causas, 
a los progresos de la técnica jurídica en los casi cien años que separan 
una de otra. 

Los Interventores de la suspensión de pagos tienen el caracter pro­
cesal de colaboradores del Tribunal (PLAZA, DPC, II, 612), y en manera 
alguna el dc partes, acentw1ndose aún mas el caractcr pública (procesat) 
de éstos por el cadcter obligatorio de su cargo (artículo 4." de la Lev 
de Suspensión de Pagos) y por su retribución fijada por el Juez (artícu­
lo 7 de la Ley de Suspensión de Pagos). 

Estc cadcter colaborador Jel representante del órgano jurisdiccional 
viene afirmada por la jurisprudencia que establece de manera clara y 
terminante que los Interventores en la suspensión de pagos no tienen 
la condición dc reprcsentantes dc los acreedorcs, porgue esta tesis v'1 
en contra dc las normas que tegulan su nombramicnto y condicionan 
su actuación y, así, su designación es obra del Juez exclusivamente, sin 
intervcnción de los acreedores ni del suspensa; sus funciones de infor­
mación y fiscalización son, en cierto modo, auxiliares de las que el Juez 
esta Ilamado a cumplir y aun las de caracter representativa, para defen-
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der el patrimonio de la masa, mas estan concebidas en contemplación 
de un abstracta interés comercial, que en el del interés peculiar del 
suspensa y de sus acreedores, y el ejercicio de todas esas funciones esta 
matizado por el interés pública al que los Interventores sirven en pri· 
mer término (Sentencia 8 de noviembre de 1941). 

Este caracter se afirma mucho mas si tenemos en cuenta que S!.l 

función cesa automaticamente con la aprobación del convenia que 
pone término al proceso por ~uspensión de pagos (artículo 151 de la 
Ley de Suspensión de Pagos), ya que el ulterior nombramiento o con­
firmación de los Interventores por la junta de acreedores que aprobó 
el convenia no prorroga sus funciones de colaboradores del Tribunal, 
que carece de intervención en un proceso conclusa, lo que, por otra 
parte, extingue la legitimación procesal de los Interventores nombra­
dos para un proceso concreto, como veremos mas adelante, sino que el 
hecho de que el nombramiento de Interventores particulares de los 
acreedores recaiga en la persom. misma de los nombrados por el Juez, 
lo mismo que cuando recaiga en personas distintas hay que contem­
plaria como un negocio jurídica de caracter material y regulada por 
este derecho, que no interesa de manera directa a nuestro estudio, ni 
influye en manera alguna sobre el caracter procesal de los Intervento­
res nombrados por el Juez pm a que ejerzan sus funciones, mientras 
pende el proceso por suspensión de pagos. 

Es terminante la disposicióL de la Ley que no sólo impone el cese 
de los Interventores cuando el convenia adquiere firmeza, sino que 
atribuye en ese momento, a los acrecdores y no al Juez, la facultad 
de mantenerlos y aún la de sustituirlos por otros que, en interés de 
la masa, ejerciten las acciones procedentes (Sentencia de 8 de noviem­
bre de 1941). 

Por otra parte, también aquí, como en la quiebra, se establece que, 
mientras no comiencen los Interventores a desempeñar su cargo, ejer­
cera la intervención el Juez (artículo 43 i. f. de la Ley de Suspensió'l 
de Pagos), lo que confirma con otro argumento mas, por la fungi­
bilidad de la función, el caractcr de colaborador del órgano jurisdic­
cional y no de parte de los Interventores de la suspensión de pagos. 

Dado que la Ley exige la nctuación conjunta de varios Intervent!J­
res como norma general en cada proceso pot suspensión de pagos, 
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en el estudio de la capacidad procesal hemos de distinguir dos pro· 

blemas: el de los presupuestos de la capacidad de cada uno de los In­

terventores y el de si el número exigido por la Ley constituye a su 

vez un presupuesto de capacidad cuantitativa. La solución negativa 

que necesariamente hemos de dar a este problema exige su tratamien­

to previo para despejar una incógnita en nuestro estudio. En efecto, 

si bien la Ley exige que los Interventores nombrados sean tres (ar­

tículo 42 de la Ley de Suspensión de Pagos), no quiere decir con ell o 

que constituyan un órgano colegiado, para cuya correcta actuación pro­

cesal sea preciso la concreción en una declaración única de las pluralcs 

voluntades, que es preceptiva cuando se trata de órganos de aquella es­

pecie, sino que por el contrario la actuación de cada uno de los Inter­

ventores es independiente funcionalmente y esta subordinada su vJ­

lidez a la actuación de los dem as, reconociéndolo a sí la propia Ley, al 

establecer que los Interventores comenzaran a ejercer su función, a 

ser posible, el mismo día de su designación y, si hubiera dificultad 

para la posesión del tercero, entraran en funciones los otros dos (ar­

tículo 43 Ley de Suspensión de Pagos). 

Ademús, si alguno de los Interventores disintiese del parecer d.: 

sus compañeros, prevaleced la opinión de la mayoría, y si por la na­

turaleza de la decisión no se produjese ésta, resolvera el Juez (artículo 

64 de la Ley de Suspensión de Pagos). 

Por otra parte, si por la poca importancia o naturaleza de la sus­

pensión el Juez lo creyera conveniente, podra designar un solo Inter 

ventor (artículo 46 de la Ley de Suspensión de Pagos). 

Para que una persona pueda ser nombrada Interventor en un pro­

ceso por suspensión de pagos, es necesario que se halle en el pleno 

ejercicio de sus derechos civiles, es decir, que concurra en la mism:1 

la plenitud jurídica de los capaces, scgún el Derecho privado material: 

mayoría de edad, sanidad mental y ausencia de cualquier impedimen­

ta físico o jurídica para el libre ejercicio de sus derechos civiles. 

Son presupuestos específicos de la capacidad procesal de los Inter­

ventores, en el proceso por smpensión de pagos, aquellas circunstanci<IS 

que deben concurrir ademús en la persona y que condicionan su apti­

tud legal para desempeñar el cargo. 
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Salvo. cuando se trata de <::mpresas dedicadas al ramo mercantil de 
segures, la aptitud para ser de~ignado Interventor exige que concurran 
en dos de los designades la calidad de perito mercantil o pdcticos de 
los que figuren en las listas que con este objeto deben remitir anual­
mente al Juzgado (o al Decanato, si hubiera varies en la localidad res­
pectiva) las Camaras de Comercio, las de Industria y las representacio­
nes de la Asociación de la Banca. Para hacer la designación se clara 
preferencia a la lista remitida por la entidad a que esté asociado f"l 
deudor por la especialidad de su negocio. El tercer Interventor sed 
un acreedor designada por el Juez entre los que figuren en el primer 
tercio, por orden de importancia de créditos, de la lista presentada al 
solicitar la declaración de la suspensión (artículo 42 de la Ley de Sm­
pensión de Pagos). 

Cuando la empresa que se halle en estado de suspensión de pagos 
se dedique al ramo mercantil de segures o reaseguros, se requiere que 
dos de los Interventores (que en las otras empresa s han de ser per i tos 
mercantiles o pr:ícticos) sean funcionaries del Cuerpo Técnico de Ins­
pección de Segures, designades por la Dirección General de Segures, 
a petición del Juez competente (artículo 4, Real Decreto de 10 de no­
viembre de 1924, confirmada por Decreto de 31 de mayo y Ley de 30 
de diciembre de 1931). 

Cuando la empresa mercantil que se balle en estado de suspensión 
de pagos sean una entidad menor (en el sentida de que su patrimonio 
mercantil sea reducido, a juicio del Juez competente) y el Juez creyera 
conveniente hacer uso de la autorización que le concede la Ley dc 
nombrar un solo Interventor, el nombramiento deber:í recaer precis,l· 
mente en un acreedor del suspensa (artículo 46 de la Ley de Suspen­
sión de Pagos), siendo es te <.r.racter, por tan to, el único presupuesto 
específica de su capacidad procesal. 

El estudio de la legitimación procesal de los Interventores en el 
proceso por suspensión de pagos comprende, como sabemos, el de sus 
presupuestos y el de su título. 

Tres son los presupuestos que se exigen para la legitimación pro­
cesal de los Interventores, a saber: idoneidad, nombramiento y jura­
mento. 

Aunque no prevista expresamente en la Ley como ocurre con el 
Comisario de la quiebra, no ·~abe duda que se exige adem~ís de que el 
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Interventor tenga la idoneidad necesaria, esta es, que sea capaz pr•J­
cesalmente, que reúna determinadas circunstancias que lo hacen es· 
pecialmente apta para el carga. El Juez nombrara de entre los induí­
dos en las listas a que se hizo referenda el que considere que mejores 
condiciones tenga para el desempeño de su misión en el proccso con­
creto de que se trate, evitando que una misma persona sea Interven­
tor en mas de un proceso por suspcnsión dc pagos, que daría Jugar :1 

un «profesionalismo» incompatible con la función que la Ley cnco­

tnienda al Interventor, del qut: espera una intervención real y efectiv.1 
y no un pretexto para obtener un cómodo modtts vivendi a costa del 
patrimonio que debe tutelar. En evitación de posibles abusos, se ha 
ordenada que mereceni especial atención de los Fiscales el nombra­
miento de Interventores, para que no suceda que venga a parar el ejer­
cicio de las facultades que a los mismos se concede, sicmpre a peritm 
mercantiles o pnicticos que de plantilla suele haber en cada Juzgado. 
Para combatir estas pnícticas ftbusivas, coadyuvadn los Fiscales a la 
impugnación que por los acreedores se formule («Circular de la Fisca­
lía del Tribunal Suprema», de 16 dc noviembre, 922, 9."). 

Es, pues, de aplicación a los Interventores lo que quedó dicho res­
pecto a la idoneidad para el Comisario de la quiebra en su Jugar opor­
tuna, que tiene mas fuerza aún en este Jugar, puesto que la Ley d:.! 
manera exprcsa establece que el deudor o sus acrcedorcs podni impug­
nar el nombramiento de los Interventores alegando los motivos qu.~ 

justifiquen s u impugnación ( artículo 44 de la Lcy de Suspensión d:: 
Pagos) y que no ca bc du da que se ra las circunstancias que constituyan 
los presupuestos que condicionan la legitimación de los componentc> 
del Tribunal, y que se conoccn en la Ley con el nombre dc causas de re­
cusación, si bien éstas han de ser puestas dc relieve por los interesJ­
dos y no por el nombrada, que no puede abstenerse si no es recusada. 

Si el Juez estimase la impugnación -que resolvera de plano y sin 
ulterior recurso-, designara en el mismo proveído el Interventor que 
deba sustituir al separada, utilizando para ella el mismo procedimiento 
(artículo 44 de la Ley de Suspcnsión dc Pagos). 

EI segundo de los presupueftos que condicionan la legitimación pro· 
cesal de los Interventores es el nombramiento judicial. Este nomhra­
miento dcbe hacerse por el Juez competentc en la misma resolución, 
dictada en forma de providencia, en que tenga por solicitada la declara-
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ción del estada de suspensión de pagos. Este nombramiento puede ser 
inmediato o mediata. 

Es inmediato el nombramiento cuando el Juez de primera instan· 
cia competente asume la responsabilidad de la elección de la persona 
del designada, lo que ocurre cu::mdo se trata de la suspensión de pagos 
de una empresa mercantil no dedicada al ramo de seguros o reasegurm, 
cualguiera que sea la importancia o entidad económica de la empres~. 

Es mediata el nombramiento de dos de los Interventores cuando ~e 
trate de la suspensión dc pago" de una empresa mercantil dedicada al 
ramo de seguros o reaseguros, ya que en este caso el Juez se limita 
a extender el nombrameinto :1 favor de las personas que para ocupa¡ 
este cargo designe la Dirección General de Seguros. 

El título de la legitimación de cada uno de los Interventores esta 
constituido por el oficio que contiene el nombramiento suscrito por d 
Juez de primera instancia compt::tente para conocer del proceso concreto 
por suspensión de pagos de que se trate, que debe centener la fccha de 
la resolución en que !e nombrJ y copia de la parte referente al nombra­
miento, así como las circunstancias que identifican el proceso y la per­
sona designada. 

El deber de la actuación procesal de los Interventores se concreta 
en tres problemas: su origen, su ejercicio y su extinción. 

El deber de la actuación procesal de los Interventores tiene su ori­
gen en el hecho mismo de su nombtamiento, por ser obligatoria su 
aceptación, pero en realidad se adquiere con la prestación del juramento 
que exige la Ley. 

En el mismo día de su designación, a ser posible, prestara jur:l­
mento en forma el Interventor designada, para lo cual compareced 
personalmente en el Juzgado y jurara por Dios desempeñar bien y fiel­
mente el cargo para el que ha sido designada en presencia del Juez com­
petente y del Secretaria judicial, que clara fe del acto. Una vez docu­
mentada el acto, entrara inmediatamente a desempeñar sus funciones, 
aun en el caso de que no se hubieren podido designar los demas Inter­
ventores (artículo 43 de la Ley de Suspensión de Pagos). 

De la prestación del juramento sc extendení en los autos, por el 
Secretaria, la correspondiente diligencia, que firmara el Interventor y d 
fedatari o. 
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Una vez asumida con el juramento la carga de la actuación proces·11 

propia del Interventor, vienen éstos obligados a realizar las funcione'> 

que les comete la Ley y que hPn de realizar personalmente. Estas fun­

ciones pueden ser distribuidas en tres tipos de actos: actos de asisten­

cia al Juez competente, actos de fiscalización de la actuación de los de. 

mas sujetos que interviencn en el procedimiento y, por último, actos de 

tutela de los intereses de las partes materiales. 

Tienen el caracter de actos de asistencia los siguientes: 

1. Informar al Juez de cuanto importante ocurta respecto al sus­

pensa y a sus negocios para las resoluciones que procedan en defensa o 

protección de los intereses de los acrecdores (artículo 5, núm. 3.0 de la 

Ley de Suspensión de Pagos). 

2. Informar al Juez accrca de la procedencia de las reclamaciones 

que el suspensa pretenda entablar en defensa o reclamación de sus de­

rechos ante tercera (artículo 5, núm. 4.", dc la Ley de Suspensión de 

Pagos). 

3. Seleccionar los acreedores y calificar sus créditos formando la 

lista definitiva (artículo 12, núm. 1.0
, de la Ley de Suspensión de Pagos). 

4. Informar concretamente sobre las limitaciones que deben fijarse 

al suspensa en la administración de sus hienes y gerencia de sus nego­

dos (artículo 6, núm. 1.0 de la Ley de Suspensión de Pagos). 

5. Informar acerca de la exactitud del activo y pasivo del balance, 

estado de la contabilidad del suspenso y certeza o inexactitud de las 

causas que, según él, hayan originada la suspensión ( artículo 8, 1." d.! 

la Ley de Suspensión de Pagos). 

Son actos de fiscalización los que a continuación se indican: 

1. Inspeccionar los libros del suspenso y hacer que, después de la 

nota de presentación (que debera poner el Secretaria con asistencia de 

los Interventores a continuación del último asiento ), se consigne en 

ellos, en legal forma, cuantas operaciones se realicen (artículo 5, núme­

ro 1.0
, en relación con el artículo 3 de la Ley de Suspensión de Pagos). 

2. Intervenir todas las operaciones que el suspenso pueda hacer 

con arreglo a la Ley, exigiendo que diariamente verifique el balance 

de la Caja (artículo 5, núm. 2.'', de la Ley de Suspensión de Pagos). 
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3. Intervenir en toda cobro que hubiete de hacer el suspensa, así 
como cualquieta operación de aceptación, endoso o protesto de efectos 
comerciales (artículo 6, r. 1.0

, de la Ley de Suspensión de Pagos). 
4. Intervenir toda obligación que pretenda contraer el suspensa, 

la celebración de cualquier conttato y la verificación de toda pago (ar­
tículo 6, r. 2.0 de la Ley de Suspensión de Pagos). 

5. Intervenir todas las operaciones ordinarias de trafico que reJ­
Iice el suspensa (artículo 6, r. 3.0

, de la Ley de Suspensión de Pagos). 
Tienen el caracter predominante de actos de tutela los siguientes: 
1. Proponer el ejercicio de las acciones convenientes al interé~ 

del patrimonio del suspensa, bien a iniciativa propia o de cualquier 
acreedor, pudiendo, mediante f,utorización del Juez, ejercitarlas por d 
mismos si así lo demandase el interés de la masa (artículo 5, núm. 2.0

, 

de la Ley de Suspensión de Pagos). 
No debc confundirse la pos!bilidad que se establece en este precep­

to legal de que el Interventor esté legitimada para actuar como parte 
en procesos distintos del de suspensión de pagos, con su calidad de co­
laborador del órgano jurisdiccicnal en este proceso especial. 

2. Ejercitar, por sí, previa autorización de Juez, cuando la suspen­
sión sea calificada de insolvencia defintiva, las pretensiones de retiOar:· 
ción de los efectos de la suspensión de pagos, impugnando los actos del 
suspensa en el período sospechoso (artículo 21, núm. 2.", de la Ley de 
Suspensión de Pagos, en relación con los artículos 1.366 al 1.377 de 
la Ley de Enjuiciamiento civil). 

La extinción de la carga de la función de los Interventores no put::· 
de distinguirse, como en el cas<' del Comisario de la quiebra, en nece 
saria y voluntaria, ya que esta última, por ser obligatodo el carga y no 
caber, por tanta, renuncia del mismo, no puede producirse. 

Las causas de extinción se reducen, pues, a la sobrevenida falta d:: 
capacidad o de legitimación, bien por circunstancias que afecten al su­
jeto mismo, bien por conclusión del proceso al adquirit de firmeza de 
la aprobación del convenia (artículo 15 de la Ley de Suspensión dt: 
Pagos y Sentencia de 8 de noviembre de 1941 ). 

Paralelamente a la obligatoriedad del carga establece la Ley el dere­
cho a la retribución de los Interventores en la suspensión de pagos, re­
gulando inclusa los límites que pueda y deba alcanzar ésta. 
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Los Interventores percibiran la retribución que el Juez les señale, 

según la impottancia del caudal y los trabajos a que dé lugar la inter­

vención, sin que en ningún caso pueda exceder de 100 pesetas diarias 

(artículo 7 de la Ley de Suspensión de Pagos). 

Los funcionaries del Cuerpo Técnico de Inspección de Segures que 

desempeñen el carga de I~terventores en las suspensiones de pagos de 

empresas aseguradoras percibinín una retribución que no sera inferior 

a la prevista en el Real Decreco que impuso su nombramiento (artículo 

11 Real Decreto de 24 de noviembre de 1922), ni superior a la estable­

cida para los demas Interventores (artículo 6 Real Decreto de 24 d:~ 

noviembre de 1922). 

7.-INTERVENTOR EN LA ADMINISTRACION DE BIENES 

LITIGIOSOS.-Se denomina Interventor en la administración de hienes 

litigiosos la persona capaz proccsalmcnte, designada por el Jucz a pro­

pucsta dc las partes, que fiscaliza la administración dc una cosa objeto 

de una prctensión formulada en un proccso dc declaración y poseíd,1 

por el demandada, micntras pcnda cste proceso o sc preste fianza. 

Convicne aclarar en esta dcfinición lo relativa a la cosa objcto dò 

la pretensión en el sentida de que la Ley establece que ha de tratars~ 

dc minas, montes, cuya principal riqucza consista en arbolado, plant:l­

ciones o establccimientos industrialcs o fabrilcs (attículo 1.419 de h 

Lcy de Enjuiciamicnto civil), y sicmpre que la petición dcducida sea 

la propiedad de elias, pero podría extcndcrse también a las hipótcsis de 

entregar casas cspecíficas que exijan administración cuando concurran 

los requisi tos legalcs (artículo 1.428 en relación con el 1.429, números 

1.0 a 3.0
, de la Lcy de Enjuiciamiento civil). 

Prescindiendo de la naturalt:za jurídica de la relación entre las par­

tes y el Interventor, relación en todo caso dc cadctcr material que 

sólo dc rechazo intercsa a nuestro estudio, y dc la que nos ocuparemos 

mas tarde, convicnc avcriguar cua! es el caractcr proccsal de cste sujeto. 

No puede afirmarse que el Interventor rcalicc actos procesalcs como 

algún o tro dc los sujctos que vcnimos cstudiando en es te capítula; 

ahora bien, si pensamos que la figura del Interventor aparecc para 

con sus funciones ascgurar el resultada del proccso de cjecución que 

ha de tcncr por título la sentencia en el caso dc que fuera condcnato­

ria, impidiendo con su intervención los posibles dctrimentos que puc-
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da sufrir la cosa mientras permanczca en el patrimonio su poseedor, 
no cabe duda que colabora con su actuación al éxito de la posible eje· 
cución, y si a esta unimos que su nombramiento se realiza mediante 
un acta procesal que en forma de resolución dicta el Juez competent.! 
para conocer del proceso concreto cuya pretensión tenga por objetc 
la cosa de cuya administración se trata, no vacilamos en calificatlo de 
colaborador del Tribunal y afirmar su específica carúcter procesal de tal. 

Conviene distinguir al estudiar la capacidad procesal del Inter­
ventor los presupuestos que condicionan su capacidad genérica èn el 
caso de que las partes estén de acuerdo en la persona que haya de ser 
nombrada, de los presupuestos que condicionan la capacidad especí­
fica cuando se trate de persona que haya de ser elegida sin previo 
acuerdo. 

Para que una persona pueda ser nombrada Interventor -a pr~­
puesta conjunta de las partes-, bastara que se halle en el plena ejer­
cicio de sus derechos civiles, que equivale a que concurra en ella b 
plenitud jurídica de los capaces, según ci Derecho privada material: 
mayoría de edad, sanidad mental y ausencia de cualquier impedimen­
ta física o jurídica para el libre ejercicio de sus derechos civiles. 

Cuando las partes no se pongan de acuerdo para la designación el~ 

la persona que haya de ser nombrada, deberún ser propuestas por el 
demandante cuatro personas en las ctiales, y como presupuesto espe­
cífica de su capacidad, debe concurrir la circunstancia de que estén 
dados de alta en la contribución territorial (artículo 1.420 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil) y en cuyo pago estén al corriente. 

El estudio de la lcgitimación proccsal comprende el de sus pre­
supucstos y el de su título. 

Son presupucstos de la lcgitimación procesal del Interventor ~:1 

proposición y el nombramiento y la posesión. 

La proposición de la persona que haya dc ser nombrada InterveP. · 
tor incumbe a las partes que a este efecto comparecerún ante el Juez, 
en el día y hora que éste les señale dentro del plazo de nueve dbs 
a partir de la formulación de la pretensión en este sentida. Si com­
parecieren ambas partes y estuvieren de acuerdo en la designación d'? 
la persona que haya de desempcñar el carga, lo proponddn así al Juez 
en el mismo acta. 
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Si no compareciere el demandada, o inclusa comparecido, no diem 
su aprobación al propuesto por el demandante, designara éste cuatr.:> 
personas, de las que escogera el demandada, y si éste se abstuviese de 
comparecer o de elegir, el propio Juez. En este útimo caso, sera pre­
supuesto de su legitimación el pagar la mayor cuota de contribución 
territorial o industrial. 

El nombramiento lo realiza el Juez competente en la misma teso· 
lución -auto-, en que declare; haber lugar la intervención, que se 
documentara en la pieza separada que habra de fonnarse (artículo 
1.421, 1, de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Acordada la intervención, se daní inmediatamente posesión al ele­
gida para desempeñarla (artículo 1.421, 2, de la Ley de Enjuiciamien­
to civil), lo que supone la previa aceptación de éste, puesto que ~1 
carga es voluntario, pera hay que dar por supuesto que cuando se 
propone a una per'sona para que desempeñe la función de Interven­
tor, el proponente cuenta de antemano con la adquiescencia del pro· 
puesto, y por ella no se hace mención en la Ley de su aceptación, ni 
la incluimos como uno de los presupuestos de su legitimación. 

El título de la legitimación del Interventor en la administración 
de hienes litigiosos esta constituido por la diligencia en que se docu­
menta la toma de posesión del nombrada para el desempeño de dicho 
carga, así como por el requerimiento en que se participa al demanda­
do su designación. 

En el estudio del deber de la actuación procesal del Interventor 
tenemos que distinguir dos problemas: su fuente y sus mementos. 

Se ha dicho que la fuente del deber de su actuación procesal es 
un contrato de mandato, puesto que el Interventor en su calidad d;: 
mandatario se obliga a prestar un servida por encargo de otro ; sin 
embargo, aun en la posibilidad de admitir semejante relación de D<.!­
recho material, no podemos menos de afirmar que la fuente procesJl 
del deber que asume el Interventor radica en su nombramiento judi­
cial aceptado por aquél y, por tanta, la asunción del deber no es sina 
el efccto de un negocio jurídica procesal que transcurre entre el Jucz 
designante y el Interventor designada, ya que la producción de lm 
efectos de la voluntad declarada por el Juez, en un acto procesal de 
resolución, est<Ín subordinades a la declaración dc voluntad del nom-
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brado en un acta igualmente procesal, como es la comparece~cia v 
toma de posesión. 

Los mementos del deber de la actuación procesal del Interventor 
en la administración judicial de hienes litigiosos son tres: el origen, 
el ejercicio y la extinción de la carga. 

El deber tiene su origen en el acte de la toma de posesión del 
Interventor y comienza con la recepción por el demandada del reqw!· 
rimiento en que se le comunica el nombramiento y posesión del In­
terventor. 

La misión del Int~rventor consiste en fiscalizar todos los actos d~ 
explotación que realice el demandada en la finca o empresa objeto dc 
intervención, a cuyo efecto se dirigira requerimiento judicial al po­
seedor de la cosa intervenida pai'a que se abstenga de ejecutar acta 
alguna de explotación de la finca sin previo conocimiento del Inter· 
ventar (artículo 1.421, 2, de !a Ley de Enjuiciamiento civil). 

Su función ha de reducirse a fiscalizar la explotación cuya inicia­
tiva, gestión y dirección conserva el poseedor de la finca o empres:! 
intervenida, sin que el Interventor pueda arrogarse funciones de ad· 
ministración que en manera alguna le incumben. En consecuencia, los 
actes que el intervenido realice sin conocimiento del Interventor no 
pueden anularse. Si son perjudiciales, únicamente cabe exigirle re3· 
ponsabilidad. 

En caso de desacuerdo entre el Interventor y el demandada, sobre 
cualquier acte administrativa aue éste intente, el Juez convocara a las 
partes a una comparecencia y resolvera, después de oirlas, lo que es· 
time procedente (artículo 1.422 de la Ley de Enjuiciamiento civil) 
En este caso el Interventor habní de hacer un informe sobre las rJ· 
zones que apoyan su criterio que elevara al Juez, a la vista del cual 
citara a las partes (únicamente las que lo sean en el proceso de d~­
claración, y en manera alguna al Interventor que no es ni puede ser 
parte), quien si comparecierc lo haría en su propia calidad de colabo­
rador del Tribunal, informando a éste, pero sin hacer alegaciones, ni 
estar representada por Procurador ni defendido por Lett'ado, com0 
aquéllas. 

Dos órdenes de causas provocan la extinción del deber de la in­
tervención que nos hacen distinguir entre la extinción necesaria y la 
voluntaria. 
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Se extingue de manera necesaria por la catencia sobrevenida dc 
alguna de los prcsupuestos que condicionan la capacidad procesal o 
la legitimación del Intervento::- (por ejemplo: su muerte, su incapaci­
tación, la extinción del proccso principal, etc.). 

La cxtinción voluntaria ~-e producc, a su vez, por tres órdenes 
de factores, cntendiendo por tales la voluntad de cada una de las par­
tes o del mismo Interventor. 

El demandante puede desi5tir de seguir mantcniendo la interven­
ción de la finca o empresa reclamada (aun sin desistir del proceso, 
pues en este caso, la conclusión del proceso de desistimiento serb 
causa necesari a dc la extinción del dcber del Interventor). 

El demandada puede a su vez hacer que se cxtinga el deber m~­
diante la prestación de la fianza prevcnida por la Ley (artículos 1.423 
y 1.425 de la Ley dc Enjuiciamiento civil), ya que prestada la fianz.1 
se dejara sin efecto el nombramiento del Interventor, a guien se re­
querira inmediatamcnte para que cesc en el desempeño de sus funcio­
nes (artículo 1.426 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Por última, el Interventor puede renunciar a su carga, sin mas 
que ponerlo en conocimicnto del Juzgado, guien en toda caso podría 
obligarle a continuar en el desempeño de sus funciones hasta que se 
nombre otro por el mismo pt'ocedimiento que se lc nombró a él. 

EI carga de Interventor es gratuito, al menos en lo que conciern::! 
a su función procesal, que es la que aquí nos interesa, ya que no exi~­
te precepto alguna de la Ley que ordene lo contrario. 

Por otra parte, si aceptaramos la tesis del sector doctrinal que 
estima el derecho a la remuneración, aun haciendo que la fuente de 
exigibilidad sea el pacto expreso, en contra de la gratuidad legal del 
mandato, estimamos que serLt inclusa inmoral esta solución, ya que 
el Interventor por ser un co~aborador del Tribunal y no un auxiliar 
de la parte su actuación vien~ regida por el principio de imparciali­
dad, incompatible con percepción de una remuneración de una de las 
partes. 

B.-ADMINISTRADORES JUDICIALES. En el estudio dc los 
colaboradores del representantc del órgano jurisdiccional llegamos .1 

una categoría en la que, a diferencia de las anteriores, en Jugar de 
encontrarnos con un tipa única de encargo, nos hallamos ante un:t 
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diversidad de tipos que convicne, para una mayor claridad e inteli­
gencia de la materia, reconducir a una unidad conceptual, sin forzat' por 
ella la amplitud del concepto, ya que esta postura caería en el error 
contrario al de la Ley, que diferencia excesivamente los tipos, y que de 
incidir en él nos llevaría a unificar todos los colaboradot'es en uno solo. 

La realidad es que la Ley de Enjuiciamiento civil no sc ha preocu­
pada dc construir la figura dd Administrador judicial y se ha reducid0 
a ir consignando en aquellas instituciones donde se exigía la presenci'l 
y utilización de uno, preceptos mas o menos desarrollados relativos u 
las condiciones personales y a sus funciones, remitiendo unas vece:; 
cxplícitamente y otras con su silencio a lo que establece respecto del 
Administrador de los hienes en un proceso de abintestato. Ni siquiera 
unifica su terminología y aplic,\ tres denominaciones a estos calabotado­
rcs, a saber: Depositarios, Depositario-Administrador y Administrndore-;, 
según que en el encargo predomine la función conservativa sobre la mas 
activa y compleja que exige la genuïna administración. 

En lo que sigue construiremos, en lo posible, con los materiales qu.:! 
nos suministra nuestro derecho positivo la figura del Administrador iu­
judicial, su concepto, su caracter y su tipología de una manera unitari:t 
que nos permita conocerla y adentrarnos en su esencia, y luego, por se­
parado, estudiatemos cada uno de los tipos, en sus rasgos diferencialt's 
con sujeción a la sistematica adoptada. 

Una afirmación que no necedta ser demostrada es la de que los hie­
nes afectos al proceso han de ser conservados mediante actos de admi­
nistración, así como en ciertos casos han de ser transformados o conver­
tidos en metalico para asegurnt' o cumplir los fines del proceso. Estos 
actos no pueden ser llevados a cabo por el personal jurisdicente ni por 
el cooperador por las razones que sc expusieron al principio de este 
trabajo. Por ella es necesario acudir al personal colaborador para el 
desempeño de estas funciones que se realizan por los Administradores 
judiciales. 

La administración ha sida definida con acierto, en sentida técnico, 
como la actividad que se dirige a hacer servir una cosa en provecho dc 
alguien o de alga, concepto éste que enlazado con la afirmación anterior 
nos permite definir al Administrador judicial como aquella person:1 
capaz procesalmente designad:t por el Juez, prcvia o sin propucsta dc 
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las partes para un proceso concreto cuya mJsJOn consiste en conservat 
los hienes que se pongan hajo su custodia y, en su caso, hacerles produ­
cir el trabujo, los frutos o las tentas que según su naturaleza sean per­
tinentes o inclusa transformarlos o convertirlos en los casos y en l:t 
medida que las necesidades del proceso y la naturaleza de la administra­
ción lo exijan. 

Varios tipos de Administradores judiciales pueden distinguirse a 
través de las disposiciones legales, diferenciados entre sí por el tipo de 
proceso para el que son nombl'ados y en que desempeñan sus funciones, 
así como por la amplitud del objeto y de las funciones que les in· 
cumben. 

Una primera clasificación nos lleva a distinguir dos grandes tipos 
según que se trate de admini~trar la totalidad de un patrimonio desco­
nectado de su titular, o por el contrario, que se trate de la administra­
ción de ciertos hienes Iimitados. A los primeros les denominaremo~ 
Administradores patrimoniales y a los segundos Administradores sin­
gulares. 

a) Administradores patrimoniales.-Los administradores patrimo· 
niales, como acabamos de establecer, extienden sus funciones a unJ 
masa de hienes que integra la totalidad de un patrimonio, lo que supo­
ne la previa desconexión del titular de aquél, que puede producirse por 
dos órdenes de causas: por muerte del titular, o por privarse a éste, 
por causa distinta de la muertc, de la administración de su propio pa­
trimonio. Esta distinta etiología da lugar a la distinción de los Adminis­
tradores patrimoniales en «mortis causa» e «inter vivos». 

1.0 Administradores «mortis causa».-Dos órdenes de procesos 
pueden originarse a consecuencia de la desconexión del titular de un 
patrimonio por causa de muerte, según que el causante haya fallecido 
sin atorgar testamento o habiendo otorgado testamento valido. Los 
encargados de la administración de los hienes que integran el caudal 
relicta, cuando no hay testamento, los denominaremos Administrado­
res de abintestato. 

a') Administradores de nbintestato.-Dos tipos de Administrado­
res de abintcstato se distinguer. en la Ley que por el arraigo de sus 
funciones denominaremos Administradores definitivos y Administrado­
res interinos. 
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a'') Administradores definitivos.-Son Administradotes definitives 

de abintestato los que tienen por misión la administración de los hie­

nes que integran la masa hereditaria de un titular muerto sin testa­

mento valido, cuya regulación positiva se establece en los artículos 963, 

966, 967, 969, 976, 1.005, 1.009-1.033, 1.124 y 1.690, núm. 1.0
, de la 

Ley de Enjuiciamiento civil. La Ley de Enjuiciamiento civil designa este 

tipo de Administrador con el nombre de Depositario. 

b") Administradores interines.-Junto a es te Administrador judi. 

cia! hemos de ocuparnos de otro al que su cadctet efímero y de provi­

sionalidad quita importancia y que se menciona de pasada en la Ley de 

Enjuiciamiento civil. Se trata del Administrador que nombra el Juez 

inmediatamente que empieza la prevención del abintestato y cuyo encargo 

dura tan sólo hasta que se pmesiona el que hemos Ilamado definitivo 

que acabamos de estudiar. La designación con la denominación de Ad­

ministrador interina para distinguirlo del anterior, ya que la Ley ni 

siquiera le da una denominación, pues sólo habla de depositar los hie­

nes en persona abonada {artículo 959 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

En realidad, puede no tratarse de un Administrador patrimonial, sino 

singular, ya que sólo los hienes cuya conservación o custodia exigen cui­

dada inmediato son puestos hajo su atención, mediante inventario. 

b') Administradores de testamentaría.-Los Administradores de 

testamentaría tienen por misión la administración de los hienes que in­

tegran la masa hereditaria de un titular muerto hajo testamento valido, y 

s u régimen jurídica se establece en los artículos 1.068, 1.069, 1.097-

1.100 y 1.690, núm. 1.0
, de la Ley de Enjuiciamiento civil. La Ley de 

Enjuiciamiento civil le d¡nomina Administrador. 

2.0 Administradores «inter vivos».-Dentro del orden de los 

Administradores patrimoniales «inter vivos» puede distinguirse dos tl­

pos, según la clase de proceso que dé Jugar a la desconexión del titular 

de la administración de su patrimonio. Cuando se trate la administra­

ción de la masa de hienes de un concursada, le Ilamaremos Administr:t-

. dor de un concurso; cuando se trate de la masa de hienes de un que­

brado le Ilamaremos Administrador de una quiebra. 

a') Administradores de un concurso.-Los Administradores de un 

concurso tienen por misión administrar los hienes que integran la masa 
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patrimonial de un titular que se halle en la situación de concursado, 
viniendo estahlecido su régimen legal en los artículos 1.167, 1.179-
1.185, 1.229 de la Ley de Enjuiciamiento civil y 1.787 del Código civil. 
La Ley les denomina Depositarios y Depositarios Administradores. 

h') Administradores de una quichra.-Junto a la figura ya estu­
diada al principio de este capítula del Comisario de la quiehra, apa­
rece la del Administrador judicial, que tiene por misión administrar la 
masa de hienes privades de titular por la declaración de quiebra d-: 
éste. Designada en la Ley con el nombre de Depositario, halla su regu­
lación legal en los preceptes contenidos en los artículos 1.333 de la 
Ley de Enjuiciamicnto civil y 1.049-1.054, 1.056, 1.067 y 1.082. Tie­
nen un caracter efímera e interina, pues su misión sólo tiene efecto 
hasta el nombramiento de los síndicos, que son los que en verdad 
desempeñan las funciones de administradores de la masa de la quiebra 
mientras pende el proceso. 

b) Administradores singulares.-Los Administradores judicialé!~ 
singulares, a diferencia de los patrimoniales, tienen limitada su misión 
a un número determinada de hienes que no llega a integrar nunca la 
totalidad del patrimonio de un titular. Habida cuenta de que los hienes 
objeto de la administración pucden estar afectades a un proceso caute­
lar o a un proceso de ejecución, ordinario o especial, podemos distinguir 
por la afectación de los hienes al proceso los Administradores en caute­
lares y ejecutivos. 

1.0 Administradores cautelares.-Dentro de la categoría de los 
que denominamos Administradores judiciales singulares cautelares, puc­
den distinguirse por la clase de hienes objeto !e la administración según 
que se tratc de hienes improductives o de frutos y rentas o hienes que 
las produzcan. En el primer caso se acentúa el caracter conservativa de 
la administración, que serií de mera custodia pas iva ( cadcter que tras­
dende a la terminología legal que denomina a este tipo dc administra­
dores «Depositarios» ), mientras en el segundo el cariícter activo de b 
administración es de mayor trascendencia, puesto que el administrador 
puede transformar los hienes y llegar inclusa a su enajenación y con­
versión en numeraria metalico. 

a') Administradores de hienes improductivos.-Aun dentro de este 
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tipo de administración judiciJl hay que distinguir scgún se trate de 
hienes en general o de ciertos hienes especialmente valiosos (met:ilico, 
valores, efcctos y alhajas). En realidad, aun dentro de esta categoría hay 
hienes, como son, por ejempla, los valores, que no son improductivos, 
pem la renta que producen es independiente de la administración, no 
se produce por ésta, sino automaticamente, según el tipo de interés, 
sin que sea consecuencia o efecto de la gestión del Administrador. Por 
ello los agrupamos en un solo concepto o tipo, y por ello la Ley deno­
mina a estos colaboradores Depositarios y no Administradores, a pesar 
de lo cual, preferimos nuestra terminología para evitar confusioncs con 
otro tipo de colaboradores que denominamos Depositarios, como tam­
bién hace la Ley, pero que no lo son de hienes, sino de personas. 

Aún cabría hacer una ulterior distinción dentro de este tipo d.:: 
Administradores judiciales en comunes o privados, y especiales o pú­
blicos. 

a") Administradores comunes.-Entendemos por Administrado­
res comunes aquellos cuya misión consiste en administrar hienes 
muebles improductivos no cualificados especialmente. A ellos se refier:! 
nuestra Ley de Enjuiciamiento civil en el artículo 1.954, hajo el nombre 
de Dcpositario. 

b") Administradores especiales.-La Ley, buscando sin duda um 
mayor garantía para la custodia de hienes especialmente valiosos f:icil­
mente trasladables que en poco volumen representan un gran valor, cuya 
administración no exige gestiones activas de ninguna clase y que no 
plantean otro problema que la seguridad de su guarda, ha encomendado 
la de estos hienes a un tipo especial de Administradores que se apart<\ 
aparentemente del tipo que venimos tratando de colaborador específica 
designado para un proceso concreto y ha establecido que, en estos caso~, 
los hienes deber:in ser custodiados en la Caja general de Depósitos, 
en cuyas dependencias centrales y provinciales se entregadn y constitui­
ran los correspondientes depó>itos (Real Decreto de 24 de diciembre d·! 
1906 ). De est e modo la Ca ja general de Depósitos vien e a ser un colabo­
rador del Tribunal del orden de los Administradores judiciales, si bien 
por su especial car:icter de organismo público dependiente del Ministe­
rio de Hacienda, no !e son aplicables las nociones de capacidad y legiti-
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mación procesal de que mas tarde hablaremos, por trascender su caractel 
de la esfera en que se desarrolla la actividad jurisdiccional, y escapar, por 
tanta, del ambito de Derecho procesal. 

b') Administradores de hienes productivos.-Los Administradore> 
de hienes productivos estan regulados en el precepto contenido en el 
artículo 1.450 de la Ley de Enjuiciamiento civil, que a su vez rcmite a 
la regulación de los Administradores de abintestatos. 

2.0 Administradores ejecutivos.-Denominamos Administradores 
ejccutivos los que tienen por misión administrar los hienes afectos a un 
proceso de ejecución singular. Según que la ejecución sea ordinaria o e~· 
pecial podemos distinguir dos tipos de Administradores ejecutivos: ordi­
narios e hipotecarios. 

a') Administradores ordinarios.-Son los que se regulan en los ar­
tículos 1.505 y 1.521 de la Ley de Enjuiciamiento civil y en disposicio­
nes espcciales tales como la Ley de 1 de diciembre de 1936 y el Decre­
to de 1 de octubre de 1938. 

b') Adipinistradores hipotecarios.-En el proceso especial de eje­
cución establecido en el artículo 131 de la Ley Hipotecaria se regulan 
estos Administradores, que no son sina una varicdad del tipa anterior. 

9.-ADMINISTRADORES JUDICIALES DEFINITIVOS DE 
ABINTESTATO.-Ya hemos dicho al clasificar los Administradores ju­
diciales que el Administrador del abintestato tiene el caracter de patri­
monial «mortis causa». Es decir, administra la totalidad de los hienes que 
integran el patrimonio de un titular muerto sin testamento valido 
cuando con motivo de su fallecimiento es necesario iniciar y seguir un 
proceso de abintestato. En lo que sigue nos vamos a referir al Admini~­
trador definitiva que ejerce sus funciones mientras pende el proceso 
concreto para el que se le designa. 

Como presupuesto única de la capacidad proccsal del Administrador 

definitiva de abintestato implícitamente exigida por la Ley, hemos d.:: 
tener en cuenta la necesidad dc que la persona (física y única) que 
haya de desempeñar el carga ~·e halle en el plena ejercicio de sus der:!· 
chos civiles, es decir, que concurm en ella la plenitud jurídica de los 
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capaces según el derecho privada: mayoría de edad, sanidad ment:.~l 
y ausencia de cualquier impedimenta físico o jurídica para el libri! 
ejercicio de sus derechos civiles. 

El estudio de la legitimación procesal del Administrador definitiva 
del abintestato exige el tratamiento de dos problemas: el de sus pre­
supuestos y el de su título. 

Tres son los presupuesto.> que han de concurrir para que pueda 
afirmarse la legitimación procesal del Administrador del abintestato, 
a saber: su idoneidad, su nombramiento y la prestación de la fianza. 

No exige la Ley ningún presupuesto específica de idoneidad para el 
desempeño de este cargo, puesto que sólo exige que se trate de «per­
sona que ofrezca garantía suficiente» (artículo 966, núm. 3.0 de Ley 
de Enjuiciamiento civil). La garantía a que se refiere este precepto hace 
referenda a su idoneidad, y no a la fi:mza que haya de prestar en garan­
tía de su gestión, la cual se ordena y regula en el artículo siguiente, va 
que de no ser así sobrada en realidad este precepto, puesto que si de 
garantía sirve la fianza cuya cxtensión y canícter quedan a juicio del 
Juez que lo designa (anículo 967 de la Ley de Enjuiciamiento civil\ 
a nada conduciría la repetición de un mismo concepto a tan poc.1 
distancia. 

Por garantía suficiente entiende la Ley en este punto la necesaria 
inteligencia, honradez y diligencia apreciadas por el Juez como condi­
ción de la idoneidad de la persona que haya de ser designada, y, por 
tanto, como presupuesto de su legitimación procesal para desempeñJr 
el cargo de Administrador judicial. 

El Juez incurriría en la responsabilidad que le impone la Ley si la 
persona elegida careciese de la aptitud necesaria para el manejo de lo'> 
hienes que va a administrar, y por su falta de inteligencia o de actividad 
causase algún perjuicio, o no llenara, respecto de ellos, todas las obli­
gaciones de un buen padre de familia, como dice el anículo 1.788 del 
Código civil. 

Si la prevención del proce'lo del abintestato se hiciera a instancia de 
parte legítima y sobreviviere el cónyuge del causante debed ser desig­
nado Administrador, siempre que habitare en compañía del finado 
(artículo 976, 1, de la Ley de Enjuiciamiento civil). No olvidemos que 
se trata de un presupuesto de su legitimación procesal que exige la 
previa capacidad procesal de supérstitc para poder ser designada como 
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se recoge en la propia Ley, que exige en el sobreviviente capacid:d 

legal para administrar los hienes (artículo 976, 3, de la Ley de Enjuicia­

miento civil), para poder ser designada Administrador. Si no existierc 

cónyuge sobrevivicnte, si fuese incapaz por cualquier causa, o existiendo 

cónyuge capaz éstc no habitare (aunque por algún accidente no estuvier:t 

con él al tiempo dc fallecimiento y el que no hiciera vida común con 

el difunta, estuviera o no autorizado para esto) con el finado, se pro­

cedera como en los casos de prevención de oficio, es decir, designam 

el Jucz la persona idónea de que sc habla en el parrafo anterior. 

Contra el auto que deniega al segundo marido del cónyuge sobrevi­

viente el nombramiento de Administrador judicial de los hienes del 

abintestato del primera no procede a casación (Auto de 23 de may.1 

de 1904). 
Tanto en uno como en otro caso es el Juez competente para conocer 

del proceso de abintestato el que ba jo s u responsabilidad ha de elegir 

la persona que ha de designar para ocupar el cargo de Administrador del 

abintestato (artículos 967 y 976 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Así pues, es prcsupuesto del ejercicio de las funciones del Administrador 

el nombramiento judicial efectuada por el Juez compctente. 

El tercera de los presupuestos de la legitimación procesal del Admi­

nistrador del abintestato es la prestación de la fianza, salvo en el caso 

dc que se designe Administrador al cónyuge supérstite, en cuyo caso, 

el presupuesto dc la fianza dcbc sustituirse por otro constituido por la 

propiedad de hienes suficientes para responder de los que no le perte­

nezcan. Este doble aspccto del problema exige un tratamiento por sep:t­

rado de ambos casos, al primera de los cuales denominaremos hipótesi3 

normal y al segundo hipótesis especial. 

Dcnominamos hipótesis normal aquella en que se nombre Adminis­

trador del abintestato a persona que no sea el cónyuge supérstite. En 

este caso constituye el tercer presupuesto de su legitimación procesal 

la prcstación de una fianza. Este presupuesto viene establecido en l.t 

Ley que dispone que el Depositario administrador de los hienes presta­

ra fianza proporcionada a lo que deba administrar, a satisfacción y bajo 

la responsabilidad del Juez que haya prevenido el abintestato (artícub 

967 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Entendemos por fianza la garantía que tiene como fin asegurar el 
cumplimiento de las obligacioncs que la funciún dc Administrador llev.1 
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consigo. Esta fianza, como pre5upuesto de la legitimación procesal dd 

Administrador de los hienes en un proceso de abintestato, entraña varia~ 

cuestiones que conviene paner de relieve: su extensión o cuantía y su 
forma. 

La expresión legal «fianza proporcionada a lo que deba administrar>> 

(artículo 967 dc la Lcy de Enjuiciamiento civil), única módulo esta­

blecido por la Ley, en este punto hay que completaria mediante lo que 

mas adelantc establece al tratm· de la fianza del Administrador de h 

testamentaría, lugar en que puntualiza la cxtensión de la fianza al est:l­

bleccr que «debera prestar fianza bastantc a responder dc lo que perct­

ba en hienes muebles y de la tenta de un año de los inmuebles» (ar­

tículo 1.069, 5.n de la Ley de Enjuiciamiento civil). Es el Juez quie:1 

debe apreciar la cuantía a su s~1tisfacción. Por otra partc, si la cuanth 
en que se presta la fianza original no fuerc suficiente, a juicio del 

Juez, para cubrir la posible responsabilidad del Administrador por ha­

bcrse descubierto, con posterioridad a su toma de posesión, nuevo,; 

hienes, podra disponcr que se aumente la fianza que hubiere prestado 

en las primeras diligencias, hasta la cantidad que determine (artículo 

1.009 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 
Esta sólo en el caso de que los hienes sean manificstamente supe­

riores a los que al principio aparecieron, puesto que en el caso de que 

no sc complete la fianza en el plazo que marque el Juez, deberú ser 

rccmplazado el Administrador (artículo 1.009 de la Ley de Enjuicia­

miento civil), lo que supone unos gastos de inventario y entrega que 

clebcn ser evitados en lo posible. 
Respecto al segundo problema, su forma, no cabe duda, al no d~­

cirse nada en contrario en la Lcy, que se admite cualquiera de las form::~s 

de fianzas establecidas en el derccho positivo, real o personal. La pri­

mera, hipotecaria o pignoraticia, de hienes propios o ajenos. Siemprc 

es el Juez guien ha de aceptarla a su satisfacción y hajo su responsa­
bilidad (artículo 967 de la Ley de Enjuiciamiento civil). Una vez apro­

badas las cuentas finales rendidas por el Administrador, el Juez, en 
la misma resolución, cancelar:.í la hipoteca que el Administrador hubierc 

constituido, o mandarú devolverle la fianza que hubicre prestada (ar­

cículo 1.014 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Cuando se ha nombrada Administrador el cónyuge supérstite, no 

se exige por la Ley como presupuesto de su legitimación la prestación 
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de fianza, siempre que tenga hienes propios suficientes para respond..-!r 
de los que no le pertenezcan, P juicio del Juez. Pero si no los tuviere, 
prestara fianza en la misma forma que hemos establecido en la hipó­
tesis anterior (artículo 976,2 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

El título de su legitimación procesal viene establecido de manera 
taxativa por la Ley al establecer que para que pueda acreditar su rc­

presentación se le clara testimonio con el V.0 B.0 del Juez, en que 
conste su nombramiento y que se halla en posesión de su cargo (ar­
tículo 1.007, 2 ). Con es te título acreditara s u legitimación procesal den­
tro y fuera del proceso de abintestato, siendo bastante y sin que pueda 
exigírsele ningún otro. 

El problema del deber de la actuación procesal del Administrador 
del abintestato comprende tres cuestiones a estudiar: el origen, el ejer­
cicio y la extinción dc dicho dcber. 

Origen del debcr es una asunción mediante su libre aceptación por 
el designada comunicada por el Juzgado mediante su comparecencb 
en autos y prestación de la fianza exigida en su nombramiento. Esta 
librc aceptación constituye la fuente de la carga asumida por el Admi­
nistrador, quien desde cste imtante pospone su propio interés a la mi­

sión que asume. 
Tan pronto como acepte el cargo y preste la fianza, se le pondra 

en posesión de su cargo, dandole a conocer a las personas que él mis­

mc> designe de aquellas con quienes deba entenderse para su desempeño 

(artículo 1.007, 2, de la Ley d~ Enjuiciamiento civil). 

La determinación de los límites y alcance de las funciones propia<> 
del Administrador de los hienes de un abintestato no es en manera al­
guna tarea scncilla, y a pesar de los esfuerzos de la doctrina principal­
mente extranjera, no hay posibilidad de llegar a una fórmula general 
satisfactoria, antes por el contrario las conclusiones a que llega aquélla 
son precisamente las de que esta figura jurídica se colora diversamente 

según la naturaleza de la cosa a que se refiere sus funciones, escapando 
de cualquier disciplina general o apriorística, no podrú constituir el cri­

terio para decidir si se comprende o no en sus atribuciones, la naturalez'l 
de un acto, sino la función del acto, su actitud para realizar el fin dc 
conservación, para producir efectos que no superen los límites de tal 
conversación; por ello la investigación de las auibuciones del Admini~­
trador dcbe ser conducida, a la luz del criterio de la diligencia del buen 
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padre de familia, caso por caso, siendo intuitivo que las esferas de aqué­
llas esta en relación directa con la naturaleza, el destino y la entidad 
de la cosa puesta en administtación. 

A medida que aumenta la importancia económica del bien custo­
diada, SU labor se hace mas elevada y compleja, ya que hace falta atrÍ­
buirJe algunes poderes de disposición sobre la cosa administrada. 

Nuestro derecho positivo enuncia en términos generales que el Ad­
ministrador esta obligado, hajo su responsabilidad, a conservar sin 
menoscabo los hienes del abintestato, y a procurar que den las 
rentas, productes o utilidades que corresponda (artículo 1.016, 1, de ~a 
Ley de Enjuiciamiento civil), estando obligado a cumplir respecto d~ 
los hienes todas las obligaciones de un buen padre de familia ( artícu­
lo 1.788 del Código civil). La Ley, preocupada de la propiedad terri­
torial urbana y rústica, sólo a elias se refiere al establecer que el Ad­
ministrador debera hacer en los edificios las reparaciones ordinaria~ 
que sean necesarias a su conservación, y en las fincas rústicas que no 
estén arrendadas, las labores y abonos que exija su cultivo (artícu­
lo 1.016, 2, de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Esta tendencia inmobiliatia de la Ley plantea graves problemas por 
su inadecuación a los verdaderes cauces de la economía actual, en qu-:­
la empresa mercantil ha desbordada ampliamente el valor de la pro­
piedad inmobiliaria a pesar de lo cual queda sin regular la complej::t 
serie de ptoblemas a que su administración da lugar. 

»Cuando se trata de administrar una empresa es mas 
»difícil establecer qué actes puede realizar o no el Admi­
»nistrador en relación con la naturaleza de la empresa. 
»Esta aún vivo el recuerdo de un caso resuelto hace mu­
»chos años a propó~ito del embargo de una empresa perio­
»dística. El Administrador había realizado cambios en la 
»dirección del periódico, modificando el formato y aumen­
»tando el número de paginas, actos que se declararen ex­
»cedían de sus funciones. Exactamente observaba el ano­
»tador de esta sentencia (MusATTI) que existe un criterio 
»sobre todo para juzgar en tales casos la obra del Admi­
»nistrador, a saber, la duración probable de la administra­
»ción. La conservación se resuelve de modo diverso según 
»que deba prolongarse o no el interregne de la gestión del 
»Administrador». CONIGLIO, I! seques/ro gíudizíarío e con­
»servativo, 1942, 211. 
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Sólo mediante la analogía podran resolverse los problemas que 

planteen estos casos, ya que la única referenda que hace la Ley a 

esta situación concreta es determinar que el arrendamiento de establc­

cimientos fabriles, industriales o de cualquier otra clase, debera cele­

brarse en subasta pública judicial a propuesta del Administrador (ar­

tículo 1.022, núm. 1.0
). Ahora bien, este precepto no impone el arren­

damiento de tales empresas, ya que en el prccepto en que se cstablece 

que, por regla general, se daran en arrendamiento todas las fincas del 

abintestato, se hace la salvedad de que podran exceptuarse las que el 

finado explotase o cultivase por su cuenta y cualquiera otra respecto 

de la cual, por sus circunstancias especiales o para que sea mas pro­

ductiva, así convenga hacerlo a juicio del Administrador, de actierdo 

con los herederos, cuando los haya conocido (artículo 1.029 de la Lev 

de Enjuiciamiento civil). 

En este mismo sentido se ha pronunciada la jurisprudcncia al 

estableccr que es de aplicar el artículo 1.029 y no el 1.022, que exige 

el arrendamiento cuando se trate dc una empresa mercantil que tenía 

por objeto la explotación de un hostal, cuyo titular lo administrab:-~ 

dircctamente, en cuyo caso debc proseguirse la administración en la 

misma forma (Sentencia 11 de diciembre de 1914). 

La infinita varicdad de las empresas mercantilcs lleva consigo qu~ 

la gestión del Administrador sea tan varia como objetos puedan tener 

aquéllas, sin que sea posible establecer una norma de conducta para 

el Administrador y menos determinar a priori qué actos puede reali­

zar y cuales no, como comprendidos o excluidos de sus atribuciones. 

La única posibilidad de cstablecer algo que pudiera servir con 

cierto caracter de gcneralidad es el de la necesidad de consultar co:1 

el J uez si los gasto s que un·t determinada gestión produzca exccdcn 

de las disponibilidades ordinarias de la explotación de que se trate. 

Esta norma puede obtenerse de lo dispucsto en la Ley cuando esta· 

blcce que para los gastos extraordinarios del abintestato, el Juez podd 

dejar en poder del AdministrJdor la suma que crea neccsaria, mandan­

do sacaria del depósito si no pudiere cubrirsc con los ingresos ordina· 

rios (artículo 1.019 de la Ley de Enjuiciamicnto civil). 

En cuanto a los hienes inmuebles de naturaleza urbana o rústica 

la regulación legal es mas expresiva y parte de una distinción que 

podemos enunciar con la siguicnte fórmula: se empleara la garantía 
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de la pública subasta con intervención judicial siempre que haya de 
procederse a la realización de un acta de administración o de disposi­
ción, de importancia o de trascendencia, esta última en un sentida 
temporal (arriendo que pueda durar mas que el proceso de abintestato, 
por ejemplo, artículo 1.022, núm. 3.", de la Ley de Enjuiciamiento 
civil) o en un sentida material (venta de fru tos o de hienes, artículo 
1.030 de la Ley de Enjuiciamiento civil). Por el contrario, cuando se 
trate de actos que no tenga ~quella importancia o trascendencia lo~ 
llevara a cabo por sí el propio Administrador como integrades en sm 
atribuciones. 

A es te fin, dice la Ley, debera hacer en los edificios las repara­
dones ordinarias que sean indispensables para su conservación, y en 
las fincas rústicas que no estén arrendadas, las labores y abonos que 
exija su cultivo (artículo 1.016, 2, de la Ley de Enjuiciamiento civil). 
El Administrador podrú vend;:r en época y sazón oportunas los frutos 
que recolecte como producto de su administración, y los que recau· 
dare en concepto de rentas de los hienes del abintestato. 

Verifidndolo por media &~ corredor donde lo haya, y depositand·') 
sin dilación, a disposición del Juzgado, su importe líquida y el de la> 
rentas a metalico que cobrare, en el establecimiento pública en qu:: 
se haUen los demas fondos. De los resguardos de los depósitos sc 
pondrú testimonio en autos, entregando después dichos documento~ 
al administrador para que los conserve en su poder (artículo 1.020 
de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

También podrú el Administrador dar en arrendamiento, sin su­
basta, la casa de habitación o cuartos en que estén divididas, y la~ 
fincas rústicas de poca importancia, acomodandose a los precios y pac­
tos corrientes en la localidad. Podrú asimismo autorizar la continua­
ción por la tacita de los arrcndamientos que estaban pendientes 'll 
fallecimiento del dueño, o renovar los fenecidos con las condicione~ 
por éste pactadas, y por el mismo precio o mejorúndolo, cualquiera 
que sea la importancia y clasc de la finca (artículo 1.021 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil). 

No queremos dejar olvid:tda la hipótesis de la administración su­
balterna que puede considerarse como induïda en la anterior. Se trat.l 
de aquellos casos en que el titular fallecido del patrimonio, hubiera 
designada Administradores subnlternos para el cuidada de sus hienes 
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fuera del lugar en que sc siga el juicio. En estos casos cstablece h 
Ley que se conservaran estas ndministraciones subalternas con la mis­

ma retribución y facultades que aquél les hubietc otorgado a los Ad­

ministradores (artículo 1.034 cic la Ley dc Enjuiciamiento civil). 

Estos Administradores rendin1n sus cucntas y remitirún lo que rc­

cauden al Administrador judicial, considerandosc como dependicntl!'> 

del mismo; pcro no podran se~· scparados por éstc sino por justa caus:t 

y con autorización del Juez. Con la misma autorización podd proveer 

el Administrador judicial, bajo su responsabilidad, las vacantes que re­

sultaren (artículo 1.035 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

No sería necesario mencionar que en la función conservativa esd 

obligada el Administrador a pagar los dnones cnfitéuticos, pcnsion~s 

dc censos, a intcrrumpir una prcscripción extintiva que afecte a lm 

bienes que administra, al pago de los impuestos de todo orden, etc., etc. 

Para estos gastos, los de plcitos, pago de contribuciones, impuestos, 

gastos y demas atenciones ordinarias del abintcstato, el Juez podd de­

jar en poder del Administrador la suma que se crea neccsatia, mandan­

do sacaria del depósito si no pudicre cubrirsc con los ingresos ordin:l­
rios (artículo 1.019 de la Lcy dc Enjuiciamicnto civil). 

Vcamos ahora qué actos c.Jc administración cxigcn como garantía 

legal la ncccsidad de intetvcnción judicial. Cuando las fincas neccsitc·l 

rcparacioncs o cultivos cxtraordinarios, lo pondd en conocimicnto dd 

Juzgado, el cual, oyendo en Uila comparcccncia a los hercderos rccono­

cidos o a sus rcprcsentantcs en su dcfecto, por cscrito, al Fiscal, y prt.e·­

vio rcconocimiento pericial y formación dc prcsupuesto, podrú acordar 

que sc hagan las obras por administración o por subasta, scgún estime 

convenien te, atcndidas las citcunstancias del caso (artículo 1.017, 1, di! 

la Ley dc Enjuiciamicnto civil). Si alguno o todos los hcredcros reco­

nocidos no asistiercn a la comparecencia, no por eso dilatara el Jucz 

acordar lo que corresponda Cntículo 1.017, 2, dc la Lcy de Enjuicia­

miento civil). 
]unto a estos casos hemos dc contemplar aqucllos en que la garan­

tía dc la intcrvcnción judicial sc rcfucrza aún mas con la necesidad dc 

la s u basta pública. Sc ordena en la Lcy la ncccsidad dc és ta para: 

1.0 Las rcparacioncs o cultivos extraordinarios cuyo prcsupucsw 

cxccda dc 10.000 pcsctas. A no ser que los hcrederos, o el Fiscal en su 
caso, prcstascn s u conformidad a que sc hagan por administración ( ar-
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tículo 1.018 dc la Ley dc Enjuiciamicnto civil, modificada por Ley dr! 
20 dc dicicmbrc de 1952). 

2.0 Lo; arrendamientos de establecimientos fabriles, industrialès 
o de cualquier otra clase (artículo 1.022, núm. 1.·). 

3.0 Los arrendamientos de fincas rústicas cuya renta anual exccda 
de 2.000 ptas. (artículo 1.022, núm. 2.", de la Ley de Enjuiciamiento 
civil). 

4.· Los arrendamientos que deban inscribirse en el Registro de la 
Propiedad conforme a lo prevenido en la Ley Hipotecaria (artícub 
1.022, núm. 3." de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

5.0 La venta de los hienes que puedan deteriorarse (artículo 1.030, 
número 1.", de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

6.0 La venta de los hienes que sean de difícil y costosa conserva 
ción (artículo 1.030, núm. 2.", de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

7.0 La venta de los frutos para cuya enajenación se presenten cir­
cunstancias que se estimen ventajosas (artículo 1.030, núm. 3.", de la 
Ley de Enjuiciamiento civil). 

8.0 La venta de los hienes cuya enajenación sea ncccs:trÏ;l par·1 
el pago de deudas, o para cubrir otras atenciones del abintestato (ar­
tículo 1.030, núm. 4.", de la Ley de Enjuiciamiento civil). En estas 
atenciones estún comprendidas las de alimentación y otras necesidades 
de los herederos y de su familü, maxime si pueden cubrirse sin perjuicin 
de los acreedores de la herencia (Sentencia 23 de diciembre de 1890). 

Estas subastas seran decretadas por el Juez a propuesta del Adminh­
trador y oyendo a los herederos reconocidos, y en su defecto al Fiscal 
(artículos 1.017 y 1.031 dc la Ley de Enjuiciamiento civil). Las subas­
tas se regiran por lo dispuesto en los artículos 1.023 a 1.027 y l.O.'r2 
de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Para acabar este tema de hs subastas hay que hacer constar una ex­
cepción establecida en la Ley y que se refiere a los efectos públicos. 
Cuando se trate de enajenarlos no sera necesario acudir al procedimiento 
de la subasta, sina que se venderan por medio de Agente de Balsa o 
Corredor nombrada por el Juez, al precio de cotización {artículo 1.031, 1, 
de la Ley de Enjuiciamiento civil), del día en que se verifique la vent<\, 
por ser ésta suficiente garantí-J. 

Por última, cuando se celebren las subastas ordenadas sin que h 
última se hiciere proposición admisible, el Juez, oyendo previamente a 
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los herederos reconocidos y en su defecto al Fiscal, podra autorizar al 
Administrador para que atorgue privadamente el arrendamiento, o dis­
pondrú lo que estime mas conveniente (artículo 1.028 de la Ley de 
Enjuiciamiento civil). 

Ya hemos dicho que ademús de la conservación material dc lo~ 

hienes, incumbe al Administrador la conservación jurídica también; de­
berú proveer a interrumpir prcscripciones, renovar hipotecas, y podr:l 
sin necesidad de ninguna autorización especial, comparecer en procesos, 
ejercitando acciones posesorias, de embargo, interdicte de obra nuev'l 
o ruïnosa, exigiendo rentas, o alquileres, o resarcimiento de daños, y 
procediendo donde fuere necesario, incluso en vía ejccutiva. 

Nuestro derecho positivo recoge este aspecto de las funciones del 
Administrador al establecer que el Administrador de los hienes repte· 
sentara al abintestato en todos los pleitos que se promuevan o que 
estuvieren principiades al prevenirse este juicio, así como en todas la~ 

incidencias del mismo que se relacionen con el caudal, excepto en 'o 
relativa a la declaración de herederos, en cuyas actuaciones no tendr.í 
intervcnción ( artículo 1.008, 1, de la Ley de Enjuiciamiento civil); tam· 
bien ejercitarú en dicha representación las acciones que pudicran corrcs­
ponder al difunto, aunque dcban deducirse en otro Juzgado o Tribun:1l 
o en la vía administrativa, y asimismo la tendra en los demas acto> 
en que sea necesari a la intervención del abintestato, has ta que se hag 1 

la declaración heredcros por sentencia firme (artículo 1.008 de la Lcy 
de Enjuiciamiento civil). 

El Administrador, ya lo sea el mismo heredero, ya cualquiera otra 
persona, tendra, en esc concepto, la representación de la herencia para 
ejercitar las acciones que a ésta competan a contestar a las demanda~ 
que se interpongan contra Ja misma (artículo 1.026, 2, del Código civil); 
ya que hasta que resulten pagados todos los acreedores conocidos y 

los legatarios se entenderú que se halla la herencia en administración 
(artículo 1.026, 1, del Código civil). 

Al tratar de la rendición dt· cuentas hemos de distinguir según se 
trate de cuentas periódicas o de la cuenta final. 

Ordena la Ley que el Administrador rendira cuenta justificada, a 
cuyo efecto se uniran los documentes originales que justifique Ja dat<~, 

en los plazos que el Juez le señalc, los que seran proporcionades a b 
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importancia y condiciones del caudal. Estas cuentas periódicas seran 
rendidas en plazos que en ningún caso puedan exceder de un año. 

Si el caudal consiste, en toda o en parte, en casas cuyos alquilere;; 
se cobren mensualmente, o en un establecimiento industrial o mercan­
til, debera el Juez imponer al Administrador la obligación de rendi.r 
cuentas todos los meses, y .mn también cada quince días si el caso 
io requiere; pera si por la condición de los hienes, sus ren tas o produ.:­
tos se recaudan en plazos mas largos, debera el Juez atender a esta cir­
cunstancia para fijar el de las cuentas en dos, tres o seis meses, o d 
que estime conveniente, a fin de que no pueda abusar el Administrador 
disponiendo de fondos que no !e pertenecen, y tcngan oportunamentc 
los interesados noticia exacta del estada de là administración. Y sólo 
fijara el plazo maximo de un año, señalando el mes o día en que hay:1 
de contarse, cuando los bienes sean de poca importancia y sus renta.; 
se recauden anualmente, atendiendo a la época dc esta recaudación 
para fijar el dí a en que hayan de rendir se las primeras cuentas (MAI':­

RESA, IV, 761 s.). 
Al rendir la CL!enta consignara el saldo que de la misma resulte, 0 

presentara el resguardo original que acredite haberlo dcpositado en d 
establecimiento destinada al cfecto (artículo 1.010 de la Ley de En­
juiciamiento civil). 

En el primer caso, el Juez acordad inmediatamente el depósito, 
y en el segundo, que se pongan en los autos diligencia expresiva de h 
fecha y cantidad del mismo (artículo 1.010 i. f. de la Ley de Enjuicia­
miento civil), salvo la cantidad que el Juez ordene reservar, según lo 
dispucsto en el artículo 1.019 de la Ley dc Enjuiciamiento civil. 

Cuando el Administrador cc se en el desempeño de s u carga ( obsér­
vese el matiz publicístico de la expresión legal), rendid una cuent.l 
final complementaria de las ya presentadas (artículo 1.012 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil). El examen y aprobación o impugnación de 
las cuentas tanta periódicas como la final se rige por lo dispuesto en 
los artículos 1.011 y 1.013 a 1.015 de la Ley dc Enjuiciamiento civil. 

Extinción.-La extinción d;! la carga dc la administración comprende 
dos cuestiones: la exoneración y sus efcctos, esta es, la entrega de los 
bienes. 

Exoneración.-La liberación de la carga del Administrador o in­
clusa de oficio. La sustitución pucde ser debida a incumplimicnto d.! 
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los deberes de su cargo, o al deseo del mismo Administrador por 
una imposibilidad sobrevenida de ser Iiberado del cuidada de la cus­
todia. Se extingue también la carga por falta de capacidad proces:1l 
del Administrador y por su carencia de legitimación, entre otras cau­
sas, por conclusión del proceso de abintestato en que fue designada 
(artículo 1.002 de la Ley de Enjuiciamiento civil). Prescindiendo d':! 
estas dos últimas hipótesis que no plantean graves problemas, no~ 
ocuparemos de las primeras, que ofrecen mayor dificultad e interés. 

Estudiaremos en primer término el incumplimiento de los deberes 
que según hemos dicho da lugar a la sustitución. En nuestro derech:> 
positivo, sólo encontramos una referenda a esta reunión, si bien no 
contempla la hipótesis en su rigor técnico. Se refiere al incumpli­
miento por parte del Administrador de prestar la mejora de fianza 
(en realidad no se trata en es te caso de un incumplimiento de s u; 
deberes como tal Administrador, sina de la falta de un presupuest:> 
de su legitimación para actuar procesalmente, aunque sus efectos sean 
los mismos), en cuyo caso, si no lo presta en el plazo fijado, debed 
proceder el Juez a su remoción y reemplazo por otro que la preste 
cumplida (artículo 1.009, 2, de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

En realidad no existe ningún precepto en nuestro derecho posi­
tivo que regule esta materia concreta, por lo que hemos de atenerno$ 
para llevar a cabo nuestra construcción a las líneas generales de la im­
titución tal como aparece de su regulación positiva, habida cuenta d~ 
los principios que la informan y de la jurisprudencia que indirectament!.! 
se refiere en algún caso a cuestiones relacionadas con este punto. 

El incumplimiento de los deberes que lleva consigo el carga de Ad­
ministrador judicial, apreciados por el Juez que lc nombró hajo c;u 
responsabilidad, puede dar Jugar a su remoción por ser amovible a vo­
luntad de dicho Juez (artículo 967 de la Ley de Enjuiciamiento civil), 
mediante resolución razonada (auto), sin que para ella sea necesaria 
solicitud de los interesados, puesto que «depcnde de la voluntad del 
Juez que conoce del abintestato, la remoción del depositario administra­
dor» (Sentencia 11 de dicicmbre de 1890). El Juez puede conferir la 
administración a guien tenga por conveniente y es arbitro para remo­
ver al elegido y nombrar otro que le reemplace: por consiguiente, b 
Sala sentenciadora, al desconocer dicha facultad en el caso actual, y en 
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el que medió ademús excitaci6n de mucha parte de los interesadm 
y exigir los tramites de un juicio declarativa para la remoción del Ad­
ministrador infringe lo dispuesto en la Ley (Sentencia 26 de enero de 
1887). 

No obstante lo al parecer terminante de estas dos sentencias del 
Tribunal Suprema no creemos que el Juez pueda remover y sustituir 
al Administrador si no es por causa fundada en el incumplimiento d.:: 
sus deberes. En cambio, no ofrece duda que esta remoción puede ser 
llevada a cabo de oficio o a petición de los interesados en los hienes 
afectos al proceso concreto de que se trate. 

En cuanto a la exoneración solicitada por el propio Administra­
dor hemos de tener en cuenta que se trata de un carga pública libre­
mente aceptado y retribuido, caracteres éstos que indican por sí solos 
el caracter de irrenunciable a no ser que existan razones fundadas que 
habran de ser apreciadas libremente por el Juez mientras no sea firmè 
la resolución y haya tornado posesión el nuevo Administrador debed 
continuar el antiguo en el ejercicio de sus funciones con plena respon­
sabilidad civil y penal, quedando afecta la fianza basta la aprobación 
de las cuentas que rinda con motivo de su cese. 

La entrega de hienes se Ilev:1 a cabo por el Administrador tan pronto 
es exonerada de su función pública por alguna de las causas que aca­
bamos de estudiar. Se realiza mediante el inventario mismo bajo el cual 
le fueron entregados. Ahora bien, entendemos que esta entrega de biene<> 
debe realizarse con intervención judicial, inclusa en el caso de que el 
proceso se acabe a consecuencia de un acuerdo amistoso entre los inte· 
resados, puesto que el caracter público de la función encomendada al 
Administrador así lo exige. 

El Administrador judicial del abintestato tiene derecho a una re­
tribución establecida taxativamente en la Ley mediante la afección a 
esta finalidad de una parte dc los ingresos que se obtengan de cobro<> 
y ventas. Esta remuneración le es debida en virtud de la función que 
desempeña y como compensación a los trabajos y responsabilidades que 
asume por el nombramiento judicial. 

La retribución viene establecida conforme a la escala que se señ:tlJ 
a continuación: 

1." Sobre el producto líquido de la venta de hienes raíces, el uno 
por dento; sobre el producto líquido de la venta de efectos público-; 
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el medio por dento (artículo 1.033, núms. 2." y 3." de la Ley de Enjui­

ciamiento civil), sobre la venta de frutos, hienes muebles o semoviente.; 

incluidos en el inventario, el Jos por dento (artículo 1.033, núm. 1.•, 

de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

2." Sobre el producto líquido del cobro de valores de cualquier es­

pecie, el uno por dento (artículo 1.033, núm. 2." de la Ley de Enjui­

ciamiento civil). 
3." Sobre los demas ingresos que haya en la administración, por 

conceptos diversos de los expresados en los parrafos precedentes, in­

clusa la venta de frutos, muebles o semovientes, no incluidos en el in­

ventario, sino producidos o nacidos durante la administración, el Juez 

Ie señalara del cuatro al diez por dento, teniendo en consideración los 

productos del caudal y el trabajo de la administración (artículo 1.03 3, 

números 4.0 y 2.0
, 2, de la Ley de Enjuiciamiento civil). La cuota admi­

nistrativa ha de deducirse de los ingrcsos o productos líquidos, puros 

o netos, y no del ingreso brut0 de todos los fondos (Sentencia 3 de ju­

lio de 1918), y debe dctraers~ una vez descontados cuantos anticipos 

requiera la conservación de la cosa que se administre, pero no del to­

tal de los ingresos que produzca o llegue a producir (Sentencia 21 el~ 

abril de 1911 ). 
4.· También podr:í acordar el Juez, cuando lo considere justo, qw! 

se abonen al Administrador los gastos de viaje que tenga necesidad de 

hacer para el desempeño de su carga (artículo 1.033, 2, de la Ley de En­

juiciamiento civil). Cuando el Administrador tenga la condición de Le­

trado tendra derecho al cobro de sus honorarios devengados como t::tl 

en la defensa de los intereses que lc incumbcn como administrador; v 

lo mismo sc cxtiende a los dercchos arancelarios del Procurador si con­

curriera en el Administrador esta calidad. 

10.-0TROS TIPOS DE ADMINISTRADORES.-Tal y como he­

mos puesto de rclieve con anterioridad, el Derecho positivo complet'l 

otros tipos de administradores de menor relieve que los estudiados hasta 

aquí, pero que sin embargo no pucden silenciarse en cste estudio, por lo 

que haremos una somera referenda a los mismos. 

a) Administradores de testamentarías.-Establece la Ley como pri­

mer presupuesto de la legitimación del Administrador de una testamen 

taría el acuerdo dc los intere~ados en los hienes que integran la mas'\ 
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hereditaria, acuyo efecto el Juez les convoca a una junta a fin de qu..: 

acuerden lo pertinente sobre la administración, custodia y conservación 

del caudal (artículo 1.068 de Ll Ley de Enjuiciamiento civil). Así, pues, 

quienes en primer término han de apreciar la idoneidad del Administra­

dor son los propios interesados, debiendo aceptar el Juez la propuest,t 

que le hagan éstos respecto de la persona que deba desempeñar el 

cargo. 

Si no hubiere acuerdo respecto de la persona que deba ocupar este 

cargo, la clesignación del Administrador queda a cargo del propio Juez, 

a cuyo efecto establece la Ley como presupuesto de idoneidad para el 

cargo de Administrador de los hienes de una testamentaría, en primer 

lugar, que el nombramiento recaiga en el cónyuge supérstite, si lo hu· 

biere, y en su defecto, en el interesado que tuviere mayor parte en la 

herencia, siempre que reúna aquél o éste la capacidad (scil. idoneidad) 

necesaria para desempeñar el cargo, a juicio del J uez ( artículo 1.06~, 

3." de la Ley de Enjuiciamiento civil); si no concurriere esta circuns­

tancia en quien tuviere la mayor parte de la herencia, o fuere igual h 
participación de todos los interesados o de alguno de ellos, podra el 

Juez nombrar o cualquiera de dlos o a un extraño (artículo 1.069, 4. ·, 

de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

A esta situación equivale la de que no pueda celebrarse la junta 

por no haber concurrido ninguno de los interesados después de citado~ 

en forma. La Ley no ha previs to este caso; pero no autoriza otra con­

vocatoria y la falta de concurrencia supone la de conformidad y hace 

imposible el acuerdo. 

b) Administradores de un concurso.-La Ley exige como presu­

puesto de su idoneidad de este tipo de Administrador judicial, que ~e 

trate de personas de crédito, responsabilidad y aptitud, sea o no acre·~· 

clor del concursada (artículo 1.179, 1, de la Ley de Enjuiciamiento civill. 

Esta idoneidad habrú de ser :>preciada por el Juez bajo su respons<t­

bilidad. 

e) Administradores de una quiebra.-Como presupuesto de la ido­

neidad de este Administrador exige la Ley que se trate de comerciant:: 

de notorio abono y buen crédito, sea o no acreedor a la quiebra (artícu­

lo 1.049 del Código de Comércio de 1829), a juicio del Juez que b 
de efectuar la designación, y bajo su responsabilidad. 
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d) Administradores cautclares.-Prescindiendo de la Caja gener;t! 
de Depósitos cuya legitimación excede de los límites de nuestro estu­
dio, nos referiremos aquí tan sólo a los presupuestos de legitimación 
de los que hemos llamado Administradores de hienes no especiales, que 
comprende dos tipos: el de hienes improductivos (Depositario, art. 1.454 
de la Ley de Enjuiciamiento civil), y el de hienes productivos (ar­
tículo 1.450 de la Ley de Enjuiciamiento civil). 

Tanto uno como otro exijen como presupuesto de su idoneidad !a 
propuesta del acreedor, guien hajo su responsabilidad propondra al 
Juez la persona que deba descmpeñar este cargo, y a cuyo cargo queda 
apreciar las condiciones persondes que debe reunir el propuesto. Taxa­
tivamente establece la Ley que esta propuesta no debe deferirse en ningún 
caso al deudor (artículo 1.454 de la Ley de Enjuiciamiento civil), por 
lo que en caso de no concurrir el acreedor al acto del embargo debed 
el propio agente judicial, que suele representar al Juez en este act0 
procesal, efectuar su designación, debiendo recaer el nombramiento en 
persona idónca (artículo 1.788 del Código civil). 

11.-En las paginas que preceden hemos pasado revista a los fe­
nómenos que se conocen con el nombre de administración judicial, en 
su doble aspecto de actos de administración ordinarios y de actos dl! 
administración extraordinarios, y hemos señalado las dificultades en 
que sc encuentra la doctrina de llevar a cabo una separación tajantP. 
entre ambos actos, habida cuenta de la complejidad de la vida comer­
cial y empresarial contemporanea. 

Hemos planteado una serie de problemas y creemos haber dada las 
directrices para un estudio ulterior, profunda y meditada, que serÍ1 
inadecuado en esta sede. 

A continuación, en la segunda parte, hemos desarrollado el tem~. 
sistematizandolo desde un punto de vista subjetivo. Hemos preferida 
el enfoque del tema desde el :íngulo humana, esto es, de cada una dc 
las figuras de Administrador que se contempla en nuestras leyes de 
enjuiciar, para obtener todos los datos legales y jurisprudenciales que 
caracterizan a cada uno de ellos, con todos los presupuestos, requisitos 
y condiciones determinantes de su nombramiento, función y cesc. 

Ha sido una tarea paciente y detallista, pera hemos logrado, por vel 
primera, destacar a la luz del tratamiento científica, la ingente tare~. 
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de unos hombres cuya labor callada consiste en administrar patrimo 

nios ajenos, prestando un inestimable servicio a la Justícia y a la So­

ciedad. Hemos intentado transportar al tono mayor un tema que siem­

pre había sido tratado en tono menor. Poner de relieve un sector de la 

realidad jurisdicional, que se 1ealiza día a día por unos hombres d.e 

probada honestidad, que realizan una función pública sin gozar del 

estatuto de funcionaries del Estado, y que unas veces gratuitamentc 

y otras retribuidos con la austera parquedad de nuestras justicias, la­
borar en silencio, a las órdenes de los Jueces que los designan. 

La labor desarrollada se escapa del plano privado al público, y en 

muchos casos les obliga a subordinar el interés particular del titular d.:! 

los hienes administrades al interés general y mas elevado del servicio 

que le exige la Justícia. 

La mayor parte de las veces su labor es ardua, porgue en la pugna 

de los intereses de los particulares su función pública ha de sobreponerse 

a los deseos y a las presiones de los administrades o intervenidos, qu.e 

pretenden con el desconocimiento u olvido de sus legítimes intereses, 

subordinar los de la Justícia a su conveniencia particular. 

La labor de todos estos colaboradores del órgano jurisdiccional me­

recía el interés de los que al construir los conceptes doctrinales, no 

olvidamos nuestro contacto diario con los Tribunales de Justícia, con 

los intereses económicos que ¡;nte ellos se plantean y resuelven, dond~ 

puede apreciarse la labor de c~tos colaboradores, que ayudan al Juez 

en una de sus mas delicadas funciones. 

Sólo me resta, al dar cumplimiento al gratísimo deber de pronun­

ciar mi discurso de ingreso en esta Real Academia, reiterar una vez 

mas mi gratitud a la misma y mi ofrecimiento de contribuir con todas 

mis fuerzas al desarrollo de ~u alta función cultural. 





Discurso de contestación del 

Dr. PEDRO LLUCH Y CAPDEVILLA 
Académico numerario y Presidente de la Sección de Legislación 
y Jurisprudencia 





Excma. Sr. Presidente de esta Real Academia: 

Excmos. e Ilmos. Señores: 

Excmos. e Ilmos. Señores Académicos, queridos compañeros: 

Señoras y Señores:. 

Por amable invitación del Excma. Sr. Presidente de esta Real Acad<!­
mia he recibido el gran honor -que me proporciona una inmensa satisfac­
ción y que por ello agradezco en cuanto valc- de hablar en esta mag­
nífica gala académica, uniendo mi voz a la del ilustre recipiendario con­
testando el magistral discurso de ingreso que acaba de pronunciar el 
excelentísimo señor doctor don Miguel Fenech Navarro, eminentísimo 
catedratico de la Facultad de Dcrecho de Barcelona y uno de los procc­
salistas mas insignes de nuestra Patria. 

El Excma. Sr. Dr. don Miguel Fenech ha sido y es un profesor 
preclara que ha iluminado desde su catedra y a través de sus libros y 

de sus actuaciones ante los Tribunales, a varias generacioncs de juristas. 
Su consultoria es uno de los mas reputados del país. El que os hab!a 
ha sida uno mas de los que han tratado de completar su formación ju­
rídica a través de la ingente labor de este gran maestro. 

Constituye ya practica gencralmente observada en estas galas aca­
démicas en que se recibe un nuevo compañero de Corporación que el 
académico designada para contestar el discurso del recipiendario pro­
ceda a reseñar los méritos del nuevo acogido al seno de la Academia 
para enjuiciar públicamente sus merecimicntos para ingresar en la Cor­
poración. 

Sin embargo, se producen a veces situaciones un tanta singulares 
en los casos en que los lauros del nuevo académico son tantos y ta!1 
importantes que forzosamente resulta en extremo difícil enunciarlos 
aunque sea por la vía del resumen o del extracto. 
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Este es el caso del Dr. Fenech Navarro. 
Esta es una vida pletórica y aun mejor diríase desbordante de me­

recimientos que permiten calificar de sincero y de elevada el honor dc 
recibirle como nuevo Académico numeraria de esta Real Corporación, 
por lo que necesariamente hay que proceder a emplear no ya un resu­
men, sina un resumen del extracto de su «currículum vitae». 

Doctor en Derecho por la Universidad de Madrid, con la calificación 
de sobresaliente y premio extraordinario, fue votado Catedrútico de De­
recho procesal de univetsidad en virtud de brillante oposición en el 
año 1941, tomando posesión de su dtedra en la Facultad dc Derecho de 
la Universidad de Granada, para pasar a desempeñar en el año 194·l 
la dtedra de Derecho proce~al de la Facultad de Derecho de la Uni­
versidad de Barcelona, en la que fue Director del Departamento de De­
recho procesal, también, durante muchos y muy fecundos años. 

Ha sida también Vicerrector de la Universidad de Barcelona desde 
1965 ::¡ 1968. 

Su labor de investigación resulta verdaderamente cxtraordinaria: 
Con anterioridad a su nombramiento de Catedratico ha trabajado como 
investigador en el Archivo de Indias, de Sevilla, durante los años 1938-
40, con relación a instituciones jurídicas sobre la América-Hispana y en 
d Archivo de la Real Cancillería de Granada duran te los años 1939-41, 
investigando sobre aspectos históricos del proccso penal español; y con 
posterioridad a su nombramiento de Catedr:ítico ha trabajado brillante­
mente en el Instituta de Derecho Comparada de Barcelona, del Con­
sejo de Investigaciones Cientíiicas, habiendo dirigida las Tesis Doctora­
les siguicntes: 

«LA TUTELA DE TERCEROS ACREEDORES EN EL PROCE­
SO DE EJECUCION SINGULAR», de don Jorgc Carrcras Llansam 
(Catedr:ítico de Derecho procesal de la Universidad de Granada, y, pos­
teriormente, en la Universidad de Navarra, y en la actualidad Rector 
Magnffico de la Univcrsidad de Barcelona), noviembre de 1951, Facul­

tad de Madrid, calificado de sobresaliente. 

«POSIBILIDADES DE LA PRUEBA PERICIAL-CALIGRAFT­
CA», don fernando Blasi, 1953, Facultad de Madrid. 

«LAS LITISEXPENSAS», don Alberto de Caso, mayo 1960, Fa­
cultad de Barcelona, calificada de sobrcsaliente cum laude. 
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«NORMAS DE PRESUNCION EN EL CODIGO CIVIL», don 
Manuel Serra Domíngucz, 1961, calificada dc sobresaliente Ct/111 laude, 

premio extraordinario del doctorada y premio Ciudad de Barcelona 
de tesis doctorales, 1961 (Catedratico de Derecho procesal de Santiago 
de Compostela y luego de Oviedo, y en la actualidad ejerce como tal 
en el Departamento dc Derecho procesal dc la Univcrsidad dc Barcelona). 

«LA SUSPENSION DEL JUICIO EJECUTIVO», don Alfonso 
Pérez Gordo, 1969, calificada de sobresalientc cu111 laude, premio 
Ciudad dc Barcelona dc tesis doctorales. 

«CONTRIBUCION AL ESTUDIO DEL AUTO DE PROCI·:­
SAMIENTO», don José Luis Vazquez Sotclo, sobresalicnte cmn lau­

de 1973. 

Sus trabajos de investigacién con cadctcr meramente indicativa v 
nunca exhaustiva, son fundamentalmente los siguientes: 

«CONTRIBUCION AL ESTUDIO DEL ABORTO». 

«EL CONCEPTO DE DOCUMENTO AUTENTICO». 

«NUEVAS ORIENTACIONES DEL DERECHO PROCESAL 

PENAL». 

«EL REAL TRIBUNAL DE LA ACORDADA». «CONTRIBU­
CION AL ESTUDIO DE LAS INSTITUCIONES PROCESALES 
DE LA AMERICA ESPAÑOLA». 

«NEUE GEDANKE ZUM GSWOHNEITSRECHT». 

«ESTUDIO SISTEMATICO DE LAS CUESTIONES :PREJU-
DICIALES». 

<<ESTUDIO SISTEMATICO DI;:L SOBRESEIMIENTO». 

<<EL SECRETO PROFESIONAL DEL ABOGADO». 

<<EL DERECHO DEL TRASPASO DEL LOCAL DE NEGOCIO». 

<<LA FIGURA DEL RECAUDADOR DE HACIENDA ANTE EL 
DERECHO PROCESAL TRIBUTARIO». 

«OBRA CINEMATOGRAFICA». 

<<NOTE INTRODUCTIVE ALLO STUDIO DEL DIRITTO PRO­
CESSUALES». 

«ASPETTI DEL PROCESSO PENALE ESPAGNUOLO». 
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«LAS CLAUSULAS EST ABILIZADORAS EN LA JURISPRU­
DENCIA ESPAÑOLA Y FRANCESA». 

«RECEPCION DE LA HIPOTECA EN EL DERECHO PRO-
CESAL». 

«LA COSA GIUDICATA A LA ELATICITA DELLA PENA». 

«L'ARBITRAGE EN DROIT ESPAGNOL». 

«RECHERCHE SUR L'EXPETISSE». 

«ENJUICIAMIENTO Y SENTENCIA». 

La publicación de recensiones de obras cspañolas y extranjeras por 
el doctor Fenech enunciando solamente su título, ocuparía muchas 
paginas de este discurso de contestación, por lo que hay que optar 
forzosamente por omitir tan importante capítula dc su labor intelectual 

Por lo que afecta a confercncias, pasan del centenar las pronuncia­
das por el doctor Fenech en los mas variades centros culturales de Es 
paña y del extranjero, por lo que forzosamente también es preciso 
decidir por la mención de las mas importantes pronunciadas en el ex­
tranjero en razón a la trascendencia que registraran: 

«GARANT! AS DEL IMPUT ADO EN EL PROCESO PENAL ES­
PAÑOL», Faculta di Giurisprudenza, de Roma, 1950. 

«EL ACTO DE IMPOSI CI ON TRIBUTARIA», Universid dd 
Sacra Cuore, de Milan, 1950. 

«PROBLEMAS JURIDICOS DEL MEDITERRANEO CON ESPE­
CIAL PREFERENCIA A TANGER Y GIBRALTAR», lstituto di 
studi di politica internacional:!, Milan, 1953. 

«EL DERECHO DEL HOMBRE AL SILENCIO», Universita Cat­
tolica del Sacra Cuore, de Milan,' 1953. 

«FUNCION SOCIAL DE LA PROPIEDAD», Universita Cattolica 
del Sacra Cuorc, de Milan, 1958. 

«LA RELACION JURIDICO-TRIBUTARIA», Facultad de Direi­
to, de Lisboa, 1959. 

«PROBLEMATICA DE LA DELINCUENCIA JUVENIL», Escue­
la de Derecho, de Valparaíso, Chile, 1960. 

«PROCESO INQUISITIVO Y PROCESO ACUSATORIO», Es­
cuela de Criminología, de Santiago de Chile, 1960. 
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«HUMANISMO Y TECNICISMO DEL PROCESO PENAL», Fa­
cultad de Direito, de Sao Paulo (Brasil), 1960. 

Los libros publicados por el doctor Fenech, todos ellos de caracter 
didactico, apreciados con tod.1 justícia como meritísimos, son los que:> 
a continuación se relacionan, sin pretensión de agotar su lista: 

«INSTITUCIONES DE DERECHO PROCESAL PENAL, 1947 
«ENCICLOPEDIA PRACTICA DE DERECHO», 1952. 
«LA POSICION DEL JUEZ EN EL NUEVO ESTADO», 1941. 
«DERECHO PROCESAL PENAL», 1945, 1.0 ed. 

«DERECHO PROCESAL PENAL», 1952, 2." ed. 

«DERECHO PROCESAL PENAL», 1960, 3." ed. 

«EL PROCESO PENAL», 1956. 
«PRINCIPI OS DE DERECHO PROCESAL TRIBUT ARIO», 

1949. 

«DOCTRINA PROCESAL CIVIL DEL TRIBUNAL SUPREMO», 
1956. (En este volumen ha colaborado el doctor don Jorge Carreras, 
catedratico ). 

«ESTUDIOS DE DERECHO PROCESAL», en colaboración con 
el doctor don Jorge Carreras, 1962. 

El doctor Fenech ha recibido muchas distinciones como justo pre­
mio a sus afanes. 

Capiran de la Escuela Honorífica del Cuerpo Jurídica Militar; Pro­
fesor Honoraria de la Universidad Nacional de Santiago de Chile; esd 
en posesión de la Medalla de la Campaña, de la Cruz de Guerra y la 
Cruz del Mérito Militar con di5tintivo roja, de la Encomienda con Pla­
ca de la Orden de Alfonso X el Sabio, Gran Cruz del Mérito Militar 
con distintiva blanca y de la Orden del Mérito de la República Italiana, 
entre otras. 

A través de la sucinta exposición en extracto de la fecunda vida del 
doctor Fenech nos percatamos, pues, de que nos hallamos ante un jurista, 
un investigador, un publicista, un conferenciante, un profesot y un abo­
gado ilustre entre los ilustres que en todas sus polifacéticas proyecciones 
intelectuales ha sobresalido singularmente, mas estoy plenamente con­
vencido de que la faceta mas importante de sus actuaciones, por resultar 
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quiz:í de mayor trascendencia es la de haber alcanzado el suprema laura 
que culmina su dedicación universitaria al lograr una verdadera escuela 
de insignes procesalistas que perpetúan su decidida aportación a la Uni­
versidad al pasar de discípulos predilectos suyos a la suprema dignidad 
de Catedr:íticos de Derecho Procesal tan eminentes como son los doc­
tores Jorge Carreras Llansana -hoy Rector Magnífica de la Universidad 
de Barcelona- y Manuel Serr:1 Domínguez -Catedr:ítico del Departa­
mento de Derecho Procesal en ho Facultad de Derecho de la propia Uni­
versidad-, sin omitir al Ilustr:: Profesor doctor Alfonso Pérez Gorda, 
también integrada en el expresado Departamento, dejando aparte otros 
nombres prestigiosos que honran la judicatura, la carrera fiscal y la pro­
fesión de la abogacía. 

Ha sido y es por consiguiente, una fecunda vida la del doctor Fe­
nech, hoy recibido como Académico dc esta Real Corporación. 

Pasemos ahora a ocuparnos del magnífica discurso que acabamos Òe 
oír del doctor Fenech. 

Hoy el doctor Fencch, nos ha ilustrado y, permitidme la expresión, 
deleitado, con la cxposición de un estudio profundísimo, de car:ícter 
emincntemente jurídica -porgue es un jurista preclara-- pcro dc 
honda problcm:ítica económica y financiera- porgue también late en 
su formación una base cconómico-financiera muy destacada. 

Ha querido descubrir, como nos ha dicho, los cimicntos cconómicos 
de una de las .Instituciones jurídicas que constituye el objeto de b 
disciplina que profesa en la Ur:iversidad. Y lo ha logrado plenament·.!. 
Pero ha hecho mucho mas: h:t definida, aclarado y sistematizado, CO:l 

su maestría característica las diversas funciones y su contenido de ges­
tión patrimonial o de administración que se encomiendan tanta al Juez 
mismo como al personal cooperador, aunque, como el doctor Fenech 
nos dice, en España tales funciones no son propiamente ni de gestión 
ni de administración, sino d.! fiscalización, por cuanto se asignan .1 

personas distintas al órgano jurisdicional propiamcnte dicho. Y ha con­
templada y expuesto, con la misma brillantez, asimismo, dichas fun­

ciones dentro del :ímbito del proceso. 
El doctor Fenech, teniendo en cuenta el hecho de que nuestro Derc­

cho positivo, pese a la gran proliferación de actos de administración que 
se contienen en el mismo, no define dichos actos o la administración 
misma, Ilegando como maximo a distinguir entre actos de administraciÓt1 
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ordinarios y extraordinarios, pero sin clarificar el fundamento de la diver­
sificación, ni establecer un criterio de diferenciación que pueda apli­
carse con absoluta seguridad, y considerando que la doctrina no ha 
logrado establecer un concepto de administración y la consiguiente 
diferenciación entre los diversos actos que integran la institución, hl 
elaborada su propio concepto de la administración, distinguiendo des­
pués los diversos actos de administración ordinaria y extraordinaria. 

Y no ha encontrada la doctrina, como afirma el Profesor Fenech, 

un concepto unitario de administració~ o de acto de administración 
aplicable a todas las hipótesis de la misma que contemplan nuestros 
textos legales, porque se ha p.utido dc un conccpto errónco, el dc con­

templar el concepto como jurídica, cuando se trata de un concepto 

eminentemente económico, recogido por el legislador. 
Dicho concepto de la administración nos lo ha cxpuesto el doctor 

Fenech a través de una serie de consideraciones y apreciaciones de gran 
contenido filosófico-jurídico. Y es en cste punto que he de rogar .tl 
selecta auditoria disculpe que me torne la liccncia --obedeciendo a 
impulsos que emanan de mi formación y de una faceta de mis activi­

dades, muy importante para mí-, de puntualizar, aunque no sea nec~­
sario, que con certero criterio -comparto plenamente- no ha con­
siderada procedente el doctor Fenech, dada la preparación y la alta 

calidad intelectual de los asistcntes a cste acto, indicar que en la Ad­
ministración Pública las exprcsioncs «administrar» o «administración>> 

tiencn un concepto mas amplio que el apuntada, pues en la misma c;c 

considera que la función administrativa implica la inmediata y virtu:1l 
rcalización de fines de interés general, cstimandose por muchos que las 
actividadcs de polida, de servicio pública y dc fomento, son los 

medios o instrumentos propios de dicha acción. Y que lo mismo ocurr.:: 
respecto al acto administrativa, que ha sido definida, por ejcmplo, como 
una declaración especial de voluntad dc un órgano público, prefcrcn­
tcmcnte dc un órgano administrativa, encaminada a producir, por vb 

dc autoridad, un efecto de Dcrccho, para la satisfacción de un interés 
aclministrativo» (García Ovieclo). 

El ilustre recipiendario ha sistematizado, con maestría insuperable, 
el estudio de las figuras que up~recen como colaboradoras del Juez, en 
relación con la materia objeto de su discurso, definiéndolas, clasifican­
dolas y :malizandolas sin omitir establecer una clara distinción de sus 
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funciones, practicando un estudio completísimo dc su naturaleza jurídic.l. 
de los presupuestos de su nombramiento, de su legitimación procesal, 
de la extinción de la carga de las respectivas funciones, el caracter 
gratuito o remunerada, sus diferencias, es decir las ha contemplada 
desdc todos los angulos posibles. Así, por cjemplo, se ha ocupada 
exhaustivamente del Comisario de la quiebra; del Interventor de la 
suspensión de pagos; del Interventor en la administración dc bienes 
litigiosos; de los Administradores judiciales, no unificados terminoló­
gicamente por la Ley de Enjuiciamiento Civil, que aplica tres denomi­
naciones a estos colaboradore:., a saber: Depositario, Depositario-Ad 
ministrador y Administrador. 

El doctor Fenech, con su modestia característica, nos ha dicho 
que ha planteado una serie de problemas y que cree haber dado las 
directrices para un estudio ulterior. Nosotros opinamos que si bien, 
efectivamente, ha planteado una serie de problemas, no ha rehuidn 
sus soluciones, sino que las ha expuesto con una claridad meridiana. 
En cuanto a las directrices a las que se ha referida, opinamos que seran 
las líneas maestras a las que es de confiar y rccomendat que se cstablez­
ca la doctrina. 

El ilustre Catedrútico nos ha explicada que ha intentada transportar 
al tono mayor un tema que siempre había sido tratado en tono menor. 
Estimo que esta en el pensamiento de todos que ha ido mucho mas all:l 
de las fronteras del intento, pues el tono mayor lo ha alcanzado con br!­
llante holgura. 

Creo que lo expuesto por el doctor Fenech constituïra un documento 
basico doctrinal que facilitara grandemente la labor de los técnicos encar­
gados de estudiar y proponer las reformas que han venido anunciandosc 
reiteradamente de textOS legales, y proyectara Sl! luz hacia los mas eJ.::­
vados órganos de la Administración y hacia los propios legisladores. 

Me complazco en felicitar rl doctor Fenech Navarro por su magní­
fica aportación a la problematica presentada por «LA ADMINISTRA­
ClON DE BIENES EN EL PROCESO», congratulandome por su in· 
greso en esta Real Academia. 

He dicho. 










